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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 13 y 20) 


Damos la bienvenida al señor Ministro Interino de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge 
Bruni; a la Inspectora General de Trabajo, señora Marta Narducci; a la Directora Nacional de 
Empleo, doctora Sara Payssé; a la Directora del Área Financiero-Contable, contadora Verónica 
Tassino; a la Directora de la División de Planeamiento y Presupuesto, técnica administrativa Teresa 
Belvedere; al Director General de Secretaría, señor Luis Álvarez, y a la Adscripta a la Dirección 
General, doctora Elena Tejera. 


Ahora vamos a escuchar a los representantes del Ministerio referirse a los artículos 296 a 319, del Inciso 13. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Buenas tardes para todos 
y todas. 


Como es costumbre, el Ministerio se hace presente a veces por iniciativa propia y otras, cuando es 
convocado. 


En cuanto a los artículos de la Rendición de Cuentas que ustedes tienen en su poder no vamos a hacer 
ninguna exposición previa sino que estamos a las interrogantes y aclaraciones que los legisladores entiendan 
pertinente formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea sería que comenzáramos a analizar artículo por artículo, si al 
Ministro Interino no le parece mal, porque es la forma como viene trabajando la Comisión. En la 
medida en que algún legislador o legisladora formule preguntas, se contestará por parte de la 
delegación, lo que siempre estará referido al proyecto de Rendición de Cuentas 2007 que estamos 
tratando. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Vamos a hablar del 
artículo 296. Este artículo refiere a una historia que tiene su tiempo. Los tiques de alimentación antes 
provenían de recursos que se recaudaban y manejaban a través del Instituto Nacional de Alimentación, 
y por la Rendición de Cuentas del año pasado esto pasó a Rentas Generales. Acá se está estableciendo 
la autorización al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de una determinada partida para los tiques 
de alimentación. 


No es mucho más lo que se puede decir al respecto; cedería la palabra a la doctora Elena Tejera por si quiere 
agregar algo. 


SEÑORA TEJERA.- En principio, el artículo 296 no genera costos. Antes el crédito para tiques de 
alimentación se sacaba de recursos extrapresupuestales. A partir de la Rendición de Cuentas se 
estableció que ese recurso extrapresupuestal del Instituto Nacional de Alimentación pasara a Rentas 
Generales. Por lo tanto, tenemos que disponer del crédito a través de Rentas Generales. Al haber 
pasado esos recursos a Rentas Generales, estaríamos financiando con fondos presupuestales. 


Con respecto al artículo 297 cabe señalar que la ley de Rendición de Cuentas anterior estableció que los 
honorarios de curiales percibidos por los profesionales eran recursos de afectación especial. Por ser recursos 
de afectación especial y al no estar habilitado un crédito para abonarlos, tenemos que pedir refuerzos de rubro 
cada vez que haya disponibilidad financiera. Una vez que tenemos uno o dos meses de honorarios curiales 
depositados, pedimos el refuerzo de rubro. Esto hace que se atrase enormemente ese pago. Por lo tanto, lo 
que estamos estableciendo ahora es un crédito para cada una de las Unidades Ejecutoras cuyos profesionales 
realizan los juicios ejecutivos por el cobro de multas. Esto tampoco genera costos porque lo abonan las 
empresas a las que se hace juicio. 


SEÑOR GANDINI.- A ver si entendí correctamente. El artículo 296 corresponde a lo que hemos dado 
en llamar la salarización de la partida de alimentos y del tique alimentación. 


SEÑORA TEJERA.- No. 
SEÑOR GANDINLI.- ¿O sea que no sustituye el tique alimentación? 


SEÑORA TEJERA.- No. Ese crédito se utiliza para comprar los tiques alimentación. Se sacaba de un 
crédito extrapresupuestal de INDA. En la Rendición de Cuentas anterior, ese crédito extrapresupuestal 
del INDA pasó a Rentas Generales, lo que hace que nosotros nos quedáramos sin el crédito. Por lo 
tanto, ahora el crédito lo estamos estableciendo a través de fondos presupuestales y no 
extrapresupuestales. 


SEÑOR GANDINI.- De todos modos, ese dinero es el que se utilizaba antes con cargo al Instituto 
Nacional de Alimentación para pagar la compensación, no el tique alimentación, sino una 
compensación. Ahora se sigue destinando a compensación, pero se habilita esta partida que viene de 
Rentas Generales. No es para comprar tiques de alimentación, sino para dar una compensación en 
dinero. 


SEÑORA TEJERA.- No. Siempre se compraron tiques de alimentación con esta partida y se va a 
seguir comprándolos; no se modifica. 


SEÑOR GANDINI.- No sé si no debería decir eso, porque el concepto compensación refiere a un monto 
económico concreto, y este no es un monto económico sino tique alimentación, que en anteriores leyes 
de Rendición de Cuentas se manifestó que se tendería a sustituir por partidas salariales. De todos 
modos, queda claro cuál es el contenido. 


Con relación al artículo 297, lo que se establece es una habilitación de créditos presupuestales a los efectos 
de tener una suerte de adelanto, para que no haya que esperar a que se produzca el retorno de esa partida por 
vía Rentas Generales para pagar los honorarios. Es un crédito de adelanto. Eso es lo que entendí. 


¿Está bien que para la Administración General se dispongan $ 2.000 supongo que anuales, o es un crédito que 
se utiliza con otro plazo, con otro tiempo? Nos llama la atención que sea una cifra tan pequeña, en el primero 
de los casos. 


SEÑORA TEJERA.- En realidad, es a los efectos de no tener que pedir refuerzo de rubro, pero no 
vamos a utilizarlo hasta tanto no tengamos el crédito. Nosotros vamos a recaudar por concepto de 
honorarios curiales y luego se van a abonar, sin necesidad de hacer todo un trámite de solicitud de 
refuerzo de rubros ante el MEF. 


En cuanto a la partida menor de la Unidad Ejecutora 001, si bien no hay juicios ejecutivos del Ministerio, es a 
los efectos de que haya algún juicio en que se condene al pago de honorarios curiales. En realidad, las 
Unidades Ejecutoras que hacen juicios ejecutivos son DINATRA, Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social y DINACOIN en el interior de la República. 


SEÑOR GANDINL.- Me quedó claro. 


Volviendo al artículo 296, ¿por qué razón se opta por mantener la compra de estos sistemas de tique 
alimentación y no se pasa efectivamente a una compensación mensual al funcionario, como dice aquí? ¿Hay 
alguna razón para comprar tique alimentación? ¿Tiene hoy alguna ventaja, alguna exoneración el aporte del 
tique alimentación, con relación a una compensación mensual que se incorpore al salario? 


SEÑORA TEJERA.- La redacción del pago de compensación mensual de alimentación surge del 
artículo de la Rendición de Cuentas anterior y lo mantuvimos. Los tiques alimentación se están 
entregando a los funcionarios hace más de diez años. Aún no hemos analizado la posibilidad de darlos 
en dinero, pero estamos en eso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En cuanto a este mismo artículo, me gustaría escuchar la opinión 
del señor Subsecretario, que está en lugar del señor Ministro, porque tiene que ver con definiciones 
políticas. ¿Por qué se opta por comprar tique alimentación, dando ganancias a las empresas privadas 
que emiten esos tiques, y a ciertos comercios que los aceptan? No es una cosa universal. Me imagino 
que se hará una licitación y no será por adjudicación directa, pero ese es un tema menor. 


En general, se ha dicho que hay que ir eliminando este sistema. No sé bien cuánto se da a cada funcionario, 
pero ¿por qué no darle $ 1.000 o $ 2.000 en dinero, con el sueldo, en lugar de entrar en este enojoso y 
engorroso trámite? Digo que es enojoso porque si yo fuera funcionario preferiría recibir los pesos y no los 
papelitos. Y es engorroso porque habrá que llamar a licitación, adjudicar, emitir y contar los tiques todos los 
meses para ponerlos en un sobre y dárselos a los funcionarios. Es un trabajo administrativo brutal; es mucho 
más sencillo agregar un ítem más en el sueldo que corresponda a alimentación y darles $ 1.000 o $ 2.000. 


Nos gustaría saber por qué no se suprimen los tiques y se va directamente a una compensación en dinero. 
Tiene que haber un motivo, porque eso de que se hizo siempre no es suficiente; tantas cosas se hicieron mal y 
ahora no vamos a seguir haciéndolas, menos teniendo en cuenta que este es un Gobierno que vino para hacer 
las cosas bien. Mi pregunta apunta a una cuestión de carácter político: ¿por qué se sigue con este sistema y no 
se da plata al funcionario? | 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Concuerdo con el señor 
Diputado en cuanto al hecho de que porque se haya realizado así siempre, no debe seguir haciéndose 
así, salvo que no haya otro camino. Esa es mi primera apreciación. 


En segundo término, esto tiene su historia y hay situaciones que no se pueden decidir de un día para otro, 
como esta que ha sido muy sensible para el relacionamiento Estado-funcionarios, en este caso Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


En tercer lugar, no olvidemos que esto arranca en un decreto de enero de 1991, y que se legalizó mediante la 
Ley_N” 16.713, de setiembre de 1996. Por lo tanto, tiene una larga historia y muchas complejidades, entre 
otras el hecho de que los tiques de alimentación tienen sus dificultades en su relacionamiento con la 
seguridad social. Además, como todavía no se han implementado las formas y las normas para solucionar el 
problema del aporte a la seguridad social de los tiques, que en este momento no es posible, es un tema que se 
debe analizar. 


En cuarto término, este tema de la aportación a la seguridad social es relevante con respecto a la solución que 
se concrete, y forma parte de un paquete, ya que se está analizando junto a otros asuntos que tienen que ver 
con la seguridad social a fin de lograr una solución acorde. La solución no se ha podido implementar en esta 
Rendición de Cuentas pero se tiene claro cuál es el problema y se está en camino de encontrarla. 


Por lo tanto, si me preguntan cuál es la solución lo he dicho siempre y voy a repetirlo debo decir que en algún 
momento debe ser considerado el salario y toda su aportación a la seguridad social. Pero todo tiene su 
proceso y progresividad y en eso estamos en este momento. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Estas partidas no aportan a la seguridad social? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Todo lo que tiene que ver 
con partidas de alimentación es histórico; por eso mencioné con tanta precisión el decreto de enero de 
1991 ratificado por la Ley_N” 16.713, ya que esas normas dispusieron que hasta determinado 
porcentaje estas partidas no aportaran a la seguridad social. Por eso decía que se trata de un tema de 
cierta complejidad. 


SEÑOR ASTI.- A fin de complementar lo que se venía discutiendo quiero decir que el nuevo sistema 
tributario prevé, a partir de 2009, el comienzo de un aporte patronal gradual en estos temas. El asunto 
fue discutido cuando analizamos el proyecto del nuevo sistema tributario y se manifestaron los mismos 
argumentos que expresaba el Ministro interino. Creo que es un tema conocido y podemos entrar en él 
no sé si es el momento oportuno; por supuesto que la bancada está dispuesta a hacerlo. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de que a partir de 2009 se comienza a aportar 
gradualmente y, básicamente, esta ley si bien aquí se establece la fecha de promulgación para reasignar 
los créditos comienza a regir el 1” de enero de 2009. Por lo tanto, la principal razón que se acaba de 
esgrimir cae, o empieza a caer, al mismo tiempo que nace esto. Por lo menos esto va a regir hasta 2011; 
ahí los tiques de alimentación van a estar pagando aporte patronal. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quisiera saber a cuánto asciende la partida de gastos de 
alimentación por funcionario. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Asciende a $ 2.800 por 
mes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 298. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo 298 crea un 
cargo en el escalafón dentro de la Dirección Nacional de Trabajo; esto tiene una pequeña historia. Se 
contaba con un cargo de Subdirector pero, en base a políticas de incentivo, se retiró. Se pensó en otras 
maneras de solucionar este tema que prácticamente no han sido consideradas, lo que llevó a que por la 
necesidad que existe en la Dirección Nacional de Trabajo que en su momento tenía un cargo de 
Subdirector resulte absolutamente necesario que se vuelva a contar con ese cargo. 


Creo que está de más explicar lo que significa la Dirección Nacional de Trabajo en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Es público y notorio no solamente el papel que juega en los Consejos de Salarios sino el 
trabajo diario sumamente intenso en su rol de intermediación negociadora, tratando de implementar el 
diálogo tanto en los conflictos individuales como en lo que tiene que ver con las relaciones colectivas de 
trabajo. Entonces, resulta imprescindible contar con un cargo que permita descongestionar tareas y buscar 
una mayor eficiencia dentro de esta Dirección, máxime cuando históricamente el cargo de Subdirector existía 
pero se eliminó al retirarse esa persona. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto que el análisis de este artículo puede hacerse a partir de 
una visión o una fundamentación de carácter particular, como la que acaba de formular el señor 
Subsecretario. Pero me parece importante destacar no quiero violentar el estilo de trabajo de esta 
Comisión, ya que además no la integro que esto se da en un contexto que tiene que ver con las distintas 
disposiciones que componen el Inciso 13. Aquí aparece una muy importante serie de creación de cargos 
de confianza que según una rápida enumeración que he realizado alcanzan la veintena en las distintas 
líneas del Ministerio. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Aclaro que no se trata de cargos de confianza sino de jerarquía administrativa, pero me da la 
impresión de que esto implica una reestructura importante de la organización administrativa del 
Ministerio. Veo que, como se ha dicho, se crean cargos en la Dirección Nacional de Trabajo, en la 
Dirección Nacional de Empleo, en la Dirección de Coordinación del Interior. También hay una 
disposición luego llegaremos a ella que aprueba una partida para financiar la realización de contratos 
a término sin especificar cuántos habrán de llevarse a cabo. 


No sé si el Ministerio está en condiciones de darnos una visión de carácter sistémico con relación a esto. 
Reitero que seguramente habrá una explicación para cada ítem en particular o para la creación de cada uno de 
los cargos que aquí se proponen, pero tal vez haya una visión de carácter estratégico o general, porque 
presumo que el impacto desde el punto de vista administrativo de la creación de tantos cargos administrativos 
en el mismo Inciso, debería estar hablando de una reestructura de carácter general. Supongo que no ha de ser 
casual que a partir del análisis de cada una de las líneas del Ministerio o de los órganos desconcentrados se 
llegue a la conclusión de que en cada caso independientemente de los demás es necesaria la creación de estos 
espacios administrativos. Esa es mi pregunta, sin perjuicio del análisis particular que estamos realizando. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Cuando la actual 
Administración accedió al Gobierno se encontró con un Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no 
muy bien estructurado. A título de ejemplo puedo decir como lo verán en el proyecto que la mayoría de 
los cargos que se están pensando tienen que ver con la Dirección Nacional de Coordinación en el 
Interior, aunque no son los únicos. En el país existen cuarenta y dos oficinas, pero históricamente la 
actuación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el interior no ha sido la más adecuada. |Esto 
forma parte de lo que todos sabemos, es decir, de un país altamente centralizado, que se ve en cada uno 
de los ítems, con mayor o menor énfasis o profundidad. Acá tenemos un ejemplo palpable de lo que era 
necesario atender. 


No estoy considerando los artículos sino analizando cuál es la visión estratégica del Ministerio, que no es 
solamente conflictos ni inspección de trabajo. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social implica esas dos 
fundamentales tareas, pero también es atender el interior, la seguridad social, el área internacional y la 
armonización de las políticas activas y pasivas de empleo. Fue por ello que en la Rendición de Cuentas 
pasada se creó la Dirección Nacional de Seguridad Social; digo esto porque he escuchado que los señores 
Diputados hablan del tema. 


Esta es una visión global del Ministerio que, en nuestro concepto es opinable, antes no existía. En el interior, 
en la Dirección Nacional de Coordinación en el Interior, hay lugares donde por diversas circunstancias el 
50% de los funcionarios se fue del Ministerio; en algunos casos fue el 25%. Si queremos llevar a la práctica 
aquella frase tan repetida por todos nosotros: "el interior también existe", creo que es necesario reforzar esa 
área para lograr la descentralización. Debemos tener en cuenta que uno de los proyectos o de las visiones de 
este Gobierno y de nuestro Ministerio refiere a la descentralización. De ahí la explicación para algunos de los 
cargos que se crean en la Dirección Nacional de Coordinación en el Interior. 


Si nos vamos al empleo, pasa algo parecido. 


En estos tres años si mal no recuerdo la cifra, se han creado trece o quince Centros Públicos de Empleo en el 
interior del país, y en 2008 se van a crear cuatro nuevos Centros. Entonces, esto que no existía y hoy existe, 
¿lo podemos hacer con una estructura casi inexistente? Simplemente, estamos proponiendo la creación de dos 
cargos si mal no recuerdo para una tarea que hoy ya tiene trece Centros Públicos de Empleo y que al finalizar 
2008 va a tener diecisiete. Prácticamente todo el país va a estar en esa tarea. Debo señalar que un Centro 
Público de Empleo tiene la tarea de considerar emprendimientos productivos, la formación profesional y los 
emprendimientos PYME, a lo que se agrega la capacitación y formación profesional. 


Si tenemos en cuenta estos Centros Públicos algo que no existía al finalizar 2004 y solo pensamos en dos 
cargos de coordinación a nivel nacional para llevar adelante esto, creo que la cifra es por demás elocuente 
como demostración de lo que se procura. 


Cuando se pregunta en la sociedad qué es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, solo se visualiza el 
conflicto y la inspección. En general, no se tiene en cuenta lo que acabo de decir y tampoco se visualiza 


demasiado lo que representa el Instituto Nacional de Alimentación. Cuando se dice que el INDA forma parte 
de nuestro Ministerio, mucha gente se sorprende. 


SEÑOR GANDINLI.- Nosotros también. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo estoy hablando de 
nuestra Cartera y le pido que no me interrumpa. 


La tarea del Instituto Nacional de Alimentación hay cifras por demás elocuentes exige la creación de 
determinados cargos. Por lo tanto, así como me explayé sobre el tema del empleo, caben las mismas 
reflexiones para el INDA. Además, aclaro que todos son cargos de conducción, salvo algunos de oficios que 
ya existen en el Instituto; todos son cargos concursables. 


Más allá de que se puede discrepar en lo que acabo de decir y en la cifra de los cargos, aclaro que esto 
responde a una visión nacional y sistémica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que, reitero, son 
todos cargos concursables. 


SEÑOR MACHADO.- Nos queda claro lo que ha expresado el señor Subsecretario. Inclusive, 
reconocemos la necesidad de estos cargos. Pero, ¿cuál va a ser el asiento físico de estos funcionarios? 
¿En el interior o en Montevideo? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Obviamente que 
dependerá de los cargos. Si hablamos de coordinadores regionales en materia de empleo, estarán en 
Montevideo, en Artigas, o viajarán en ómnibus o en auto. 


Los cargos de Director Nacional de Trabajo y de Subdirector tendrán su asiento fundamental en Montevideo, 
pero deberán atender todos los casos. Esta es una pregunta que no puedo contestar con total precisión porque 
dependerá de las tareas y de la intensidad que puedan tener en determinado momento. 


SEÑOR MACHADO.- El comentario que hace el señor Subsecretario reafirma el concepto que 
siempre hemos tenido. Se siguen nombrando cargos en Montevideo, con el espíritu y el ánimo de 
descentralizar y de contemplar el interior, pero seguimos concentrando las cosas en la capital. Si esta es 
la óptica del Ministerio, discrepo profundamente. Considero que estos cargos deberían tener un asiento 
físico en el interior del país, conformando unidades absolutamente descentralizadas, para que fueran 
en la dirección de la efectiva descentralización a que todos aspiramos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes de que el Director 
General de Secretaría haga uso de la palabra, quiero decir que no todos los cargos están en 
Montevideo; algunos están en el interior, sobre todo en lo que tiene que ver con la unidad ejecutora 
denominada Dirección Nacional de Coordinación en el Interior. De todos modos, reitero que aunque 
algunos de ellos o la gran mayoría estén en Montevideo, todo dependerá de la política que se lleve 
adelante. Si ante el hecho de que haya cargos en Montevideo se persiste con políticas centralizadoras 
en la materia, será un error. Sin embargo, si hay cargos en Montevideo pero estamos en una política 
desconcentradora o descentralizadora, quizás el error no sea tanto. Todo dependerá de cómo se lleve 
adelante esa política de descentralización. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- La intención es aclarar algunas de las particularidades. 


En cuanto a lo que dijo hace unos momentos el señor Diputado, quiero aclarar que las Jefaturas de 
Departamento tienen asentamiento en el interior. Las Jefaturas Regionales que atañen a la DINAE, a la 
DINACOIN, así como las asistentes sociales en el interior de la República, pueden o no estar en función de la 
regionalización. Nuestra principal intención es caminar hacia un proceso descentralizador profundo, que pasa 
en Uruguay por una fuerte incidencia del proceso de desconcentración. [La descentralización, en términos de 
la apuesta en lo material al manejo de lo local, es un proceso que no se alcanza de un día para el otro. El 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene intención de hacer una fuerte apuesta a eso. Esto lo podemos 
ver, básicamente, en el Instituto Nacional de Alimentación. Algunos pueden llegar a no entender por qué se 


encuentra en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ello se debe a que, si bien históricamente 
en Uruguay la seguridad social y sus políticas no tuvieron mayor impulso a través de este Ministerio, 
nosotros entendimos que todavía había que mantener el Instituto Nacional de Alimentación en el marco de 
este Ministerio. Evidentemente, la seguridad social atañe a uno de los principales problemas que tenemos en 
nuestro país, que es la seguridad alimentaria. Si no entendemos el proceso de seguridad alimentaria y las 
proyecciones que se nos presentan en estos momentos, no podremos ver más que un Instituto Nacional de 
Alimentación que se ocupe por la atención pura y exclusiva de los pobres, dejando de lado todas las 
problemáticas alimentarias de nuestra sociedad. En este sentido, se presentan, como casos de frontera, 
problemáticas particulares con dietas particulares y alimentos particulares, a las que se debe dar respuesta. 


Con respecto al conjunto de cargos que se abren, podemos decir que algunos pocos son de alta conducción 
para cada una de las Unidades, otros son de coordinación, apuntando a este proceso de desconcentración y 
descentralización y, en el caso particular de INDA, se fortalecen algunos cargos de especialización. 


En cuanto a la duda que tenían algunos señores Diputados con respecto a la contratación en INDA de un 
cargo de corto plazo, puedo decir que ello apunta al desarrollo del observatorio alimentario. Es muy difícil 
entender el fenómeno de los alimentos en el marco de la globalización y que es necesario partir desde los 
consumidores hacia los productores. La cadena alimentaria debe ser analizada en su conjunto y, sobre todo, a 
partir del objeto final que es nuestra sociedad. Entonces, el proceso de contratación apunta a resolver una 
cantidad de insumos hoy dispersos entre diferentes instituciones para lograr obtener una visión integral del 
tema alimentario. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera hacer una pregunta, en primera instancia, que puede parecer 
de Perogrullo, pero es mejor formularla para que quede en la versión taquigráfica. 


El señor Subsecretario, al hacer referencia al tema que estamos analizando, dijo que estos cargos son 
concursables. Quisiera saber si el Ministerio piensa llamar a concurso para la provisión de todos los cargos 
que se están creando en la Rendición de Cuentas. 


Por otra parte, quisiera consultar acerca de la vocación para acceder a esos cargos, es decir, si para el 
concurso se hará un llamado cerrado a los funcionarios de cada Unidad Ejecutora específica por ejemplo, 
Dirección Nacional de Empleo, Instituto Nacional de Alimentación, etcétera, o un llamado abierto, según los 
casos, para todos los funcionarios del Ministerio, para todos los que reúnan la condición de empleado público 
o para cualquier ciudadano de la República, aunque no sea funcionario público. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a contestar la 
primera pregunta y la Adscripta a la Dirección General, doctora Tejera, contestará la segunda. 


Nosotros dijimos que los cargos eran consursables; entonces, la respuesta es obvia: el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social va a hacer los concursos. 


SEÑORA TEJERA.- En principio, los concursos van a ser dentro de las Unidades Ejecutoras, es decir, 
que los cargos se van a proveer por medio del ascenso. En caso de que no hubiera candidatos se hará 
un llamado al Inciso, y si tampoco los hubiera, se hará un llamado público. Pero si miramos los 
artículos, por ejemplo, de la DINACOIN, vamos a advertir que estamos creando cargos de Jefe de 
Departamento para las oficinas de trabajo donde no hay jefe, que se proveerán a partir de ascensos en 
la propia Unidad Ejecutora. Por supuesto, en caso de que esto no se pudiera hacer, se recurrirá al 
Inciso. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera saber con cargo a qué partida se financian estos más de veinte cargos 
que se están creando. 


SEÑORA TEJERA.- Con cargo a Rentas Generales. 


SEÑOR GANDINI.- Sí, pero supongo que debe haber una partida habilitada porque, de lo contrario, 
no se estaría pidiendo la habilitación de una partida presupuestal para financiar estos cargos que se 


crean. Los recursos supuestamente están; si no, también debería estarse autorizando una nueva 
partida presupuestal, como se hace en el artículo 307. 


SEÑORA TEJERA.- Los recursos están, pero tengo la duda de si deberíamos habilitar el crédito en el 
artículo. Eso lo analizaremos enseguida. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Dónde están los recursos? ¿Esto es producto de la reestructura? 


SEÑORA TEJERA.- Esto es producto de la reestructura y de la negociación que hemos realizado, no 
solo con la OPP con quien estamos trabajando las reestructuras de todas las Unidades Ejecutoras, sino 
también con el Ministerio de Economía y Finanzas. Reitero que no sé si en el propio artículo debería 
estar el crédito financiando estos cargos, lo cual vamos a analizar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo 299 tiene que 
ver con la Dirección Nacional de Empleo y la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social. En 
este artículo se está otorgando una facultad a esta última, lo que tiene su explicación en que Uruguay 
tiene compromisos internacionales asumidos, fundamentalmente a través de dos convenios de la OIT, 
el N” 96 y el N” 181, que tienen que ver con las agencias privadas y su regulación. Inclusive, hay un 
viejo decreto del año 1979 donde se le comete esa tarea. 


Por otra parte, debemos informar que la Organización Internacional del Trabajo ha señalado con cierta 
reiteración y desde tiempo atrás que se aprecia un déficit en el control de las agencias privadas de colocación. 
Este es un tema muy sensible a la sociedad que, por supuesto, no vamos a mencionar, pero es indudable que 
existe un déficit de control. Es más, tanto ha existido ese déficit que la Organización Internacional del 
Trabajo, desde tiempo atrás, ha solicitado al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que se informe acerca 
de los avances con respecto a este tema. Es por eso que se propone esta modificación, de forma tal que a 
través de la DINAE se sistematice, se profundice, se precisen los controles respecto a las agencias privadas 
de colocación de mano de obra. A la vez, acentuando o profundizando ese control, se le da la posibilidad 
como bien surge del artículo de dar cuenta a la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, 
sancionando los incumplimientos que se pudieran cometer en la materia. 


Esta es, a grandes rasgos, la explicación de la propuesta del artículo 299. El artículo 300 refiere a dos cargos 
de Coordinadores Regionales, precisamente, para las políticas activas de empleo y formación profesional. 
Esto tiene que ver con lo que dije hace instantes acerca del papel de los servicios públicos de empleo, de las 
trece Agencias que se han instalado, más las cuatro previstas para el año 2008, de las políticas de 
emprendimientos productivos, capacitación y formación profesional, y de todo lo referente al asesoramiento 
a las pequeñas y medianas empresas. 


Esta creación de centros públicos de empleo, esas importantes tareas, y esa política que, de alguna manera, 
refleja las intenciones que hemos expresado en cuanto a la descentralización, tornan necesario lo que surge en 
la propuesta del artículo 300, es decir, la creación de dos cargos administrativos de Coordinadores 
Regionales. 


A grandes rasgos, estos son los hechos que explican la propuesta del artículo 300. 


El artículo 301 refiere a cinco cargos administrativos de Jefe de Departamento para la Dirección Nacional de 
Coordinación en el Interior. Corresponde la misma explicación que dimos y que han dado nuestros 
compañeros con respecto a las políticas descentralizadoras, a las importantes tareas de la Dirección Nacional 
de Coordinación en el Interior, y a lo que ha sucedido en el pasado sobre renuncias de funcionarios, a veces 
en forma masiva por las opciones por exclusividad. 


En realidad, las exclusividades originaron renuncias masivas con pérdidas de hasta el 25% de los 
funcionarios y, en algunos casos, con pérdidas de hasta 50%, generando así un vacío. Por eso, con estos dos 
artículos y otros más, estamos creando estos cargos. 


Por otro lado, existe otra situación que también hay que tener en cuenta. A veces, en el interior del país el 
arraigo de los funcionarios se debe considerar porque existen imposibilidades de hecho y, a veces, 


imposibilidades jurídicas para trasladar a alguien a una distancia mayor a cincuenta kilómetros. Si se observa 
algunas instituciones, por ejemplo, en Entes Autónomos, el Banco de Previsión Social, el Banco de la 
República o la Dirección General Impositiva, se verá que tienen mayores flexibilidades y posibilidades 
salariales: las imposibilidades de hecho pueden atenuarse, mientras que las imposibilidades jurídicas son 
otras porque existe mayor flexibilidad. Este artículo, como todos los que refieren a la creación de cargos 
concursables como hemos dicho, están referidos a la política de descentralización. 


Los señores Diputados comprobarán que estas reflexiones las voy a repetir o que las pueden reiterar nuestros 
compañeros, porque responden a esos dos o tres grandes principios de política que ha llevado adelante el 
Ministerio: descentralización, efectividad y concursabilidad de los cargos. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me parece que sería conveniente avanzar hasta el artículo 307 
porque el señor Ministro interino ha dado toda la argumentación de estas creaciones de cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los artículos 302 al 308. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a si los cargos los financiaba Rentas Generales y si debían figurar 
los créditos en los artículos, me acotan que eso debe modificarse, estableciendo que la Contaduría 
General de la Nación habilitará dichos créditos. Así sería suficiente porque en el detalle fiscal aparecen 
los créditos de estos cargos. 


Esto significa que debería establecerse una modificación en todos los artículos de creación de cargos; es más, 
estábamos planteando hacer otra modificación para que la creación de cargos comience a regir a partir de la 
promulgación de la presente ley, a efectos de empezar a trabajar en los concursos y en los perfiles de cargos. 


SEÑOR MACHADO.- Me gustaría que se explicara claramente de qué trata el artículo 307, es decir, 
cuántos cargos se están creando. 


SEÑOR GANDINI.- Considero que las modificaciones deberán incorporarse y dárseles estado 
parlamentario mediante algún aditivo. Más allá de eso, se nos dice que está el detalle fiscal y que el 
crédito figura en los planillados anexos que acompañan el texto. Quisiera saber a cuánto asciende el 
monto previsto para la creación de estos veintiún cargos si no conté mal, que van desde el artículo 299 
a 308, con la salvedad de los artículos 299 y 307. ¿Cuál es la previsión presupuestal para financiar estos 
cargos que se crean? 


SEÑORA TEJERA.- El crédito a utilizar será de US$ 430.000, aproximadamente. 


SEÑOR TAJAM.- A fin de colaborar con la información respecto de los artículos, quiero señalar que 
en la página 87 se detalla por remuneración, inversiones y gastos de funcionamiento. En este nuevo 
espacio fiscal de la Rendición de Cuentas del 2007, se describe cuánto es el financiamiento para cada 
uno de los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, los señores Diputados se dan por satisfechos con lo expuesto 
sobre los artículos 302 al 306. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo 307 tiene que 
ver con dos o tres artículos referidos al Instituto Nacional de Alimentación. 


SEÑOR ÁLVAREZ (don Luis).- El artículo 307, relativo al Programa 006, "Instituto Nacional de 
Alimentación", del Instituto Nacional de Alimentación, tiene que ver con la financiación de los 
contratos a término, de acuerdo con lo previsto por los artículos 30 a 42 de la Ley N” 17.556. 
Básicamente, esto ya fue planteado en términos de la contratación para la creación del Observatorio 
Alimentario, proyecto que, en estos momentos, se desarrolla con el apoyo de FAO. Ya habíamos 
explicado la importancia de reunir, en el marco de dicho Observatorio, todos los insumos hoy 
existentes en lo que refiere al conjunto de la cadena alimentaria y al impacto alimentario sobre la 
población. La articulación de los elementos de investigación del INE, de los Ministerios de Ganadería, 


Agricultura y Pesca, de Salud Pública y de Desarrollo Social, y del INDA, es parte de un proyecto 
integral referido a toda la cadena agroalimentaria y el impacto sobre nuestra población, con la 
particularidad de la territorialidad que se da en los sectores más vulnerables, que son los que se están 
atendiendo a través de los Programas de Riesgo Social y de Riesgo Nutricional. 


SEÑOR MACHADO.- Quisiera saber cuántos cargos se piensa crear con esta partida. 
SEÑOR ÁLVAREZ.- En el marco de este proyecto, serían uno o dos cargos. 


El artículo 308 se relaciona con cuatro cargos de coordinación regional del área social del Instituto. 


Los señores Diputados tienen claro el papel que cumple el INDA en cuanto al registro de los sectores más 
vulnerables a través de su brazo ejecutor, que es el conjunto de áreas de desarrollo social de las Intendencias 
Municipales. En la conjunción de la tarea del INDA llevada adelante por las áreas de desarrollo de las 
diferentes Intendencias Municipales, hay una actividad de contralor y capacitación de las áreas de desarrollo 
social de las Intendencias que sería ejercida a través de estas regiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar los artículos 309 a 311, que refieren a los Inspectores 
del Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Estos artículos tienen que 
ver con la exclusividad de los Inspectores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por ejemplo, el 
artículo 309 incluye la posibilidad de opción por el régimen de dedicación exclusiva para el cargo de 
Subinspector General. 


El artículo 310 establece que aquellos que no hicieron la opción podrán ser redistribuidos. 


El artículo 311 da un plazo de sesenta días para que quienes ocupan determinados cargos realicen la opción. 
Es conocida la importancia y la trascendencia del régimen de dedicación exclusiva de los Inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social, a los efectos de acentuar y mejorar la calidad de los controles y de los cometidos 
que debe llevar adelante este Ministerio. Estos tres artículos están relacionados, fundamentalmente, con la 
posibilidad de opciones, para que los Inspectores puedan optar por ese régimen de exclusividad en el cual el 
Ministerio deposita una expectativa para la mejora de su actividad. 


SEÑOR GAMOU.- Me parecen de singular importancia estos artículos sobre la incompatibilidad de 
ejercer una inspección de trabajo y, a su vez, trabajar como asesor laboral, etcétera. En otras 
dependencias del Estado en que hemos llevado adelante esta misma política, sus efectos son fácilmente 
medibles, cuantitativamente hablando, a través del aumento de la recaudación. Entonces, quisiera que 
me brindaran algún tipo de índice cualitativo de qué han notado si es que han notado algo o de qué ha 
cambiado a partir de la entrada en vigencia de este régimen de dedicación exclusiva y de esta notoria 
mejora que han tenido los Inspectores de Trabajo que no se puede medir en dinero, en cuanto a la 
calidad de su tarea y a la solución de situaciones complicadas. Como Parlamentario, me gustaría poder 
explicar a la opinión pública la importancia de esta dedicación exclusiva del Inspector de Trabajo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Mi pregunta está muy en línea con lo que acaba de plantear el señor 
Diputado Gamou. 


Precisamente, estamos frente a una situación que hace a la incompatibilidad de estos funcionarios del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Inspección General del Trabajo para realizar otras tareas. 
Desde ese punto de vista, en la medida en que hay un régimen de dedicación exclusiva, aquí se dan algunos 
pasos adicionales a los ya formulados en el pasado por ejemplo, en la última Rendición de Cuentas que, en 
términos generales, pueden ser compartibles. Quiero consultar con relación a algunas demandas de los 
propios Inspectores que, en principio, no vienen contempladas en este proyecto de Rendición de Cuentas, 
pero que a mi juicio se vinculan en forma directa con esa condición de incompatibilidad y, eventualmente, 
con la respuesta que recibamos inmediatamente. Es decir, en la medida en que haya habido una mejora de la 
gestión y una optimización de los resultados, tal vez estas demandas estén adicionalmente justificadas. 


Me refiero a dos aspectos. Uno es la estabilidad laboral. En el marco de esta reestructuración del servicio, nos 
consta que han ingresado unos treinta Inspectores que, en los últimos meses, se incorporaron a los ya 
existentes, y una de las demandas refiere al reclamo de estabilidad laboral que, por otra parte, es norma 
internacional ratificada por el Uruguay. El Convenio N* 81 de la OIT establece, claramente, a los efectos de 
la independencia técnica y económica de los Inspectores, garantizar esa estabilidad que, en principio, no 
estaría resuelta en este proyecto de ley. 


El segundo aspecto tiene que ver con el pago de la productividad, por el mismo motivo que comparto por el 
que preguntó el señor Diputado Gamou. Tomando como referencia, por ejemplo, el régimen de dedicación 
exclusiva impulsado en el ámbito de la Dirección General Impositiva, está vigente el pago de un 15% por 
concepto de productividad, con el cual los Inspectores de Trabajo no cuentan. Y si bien jurídicamente no 
tienen por qué contar con ese porcentaje, todos sabemos que es una demanda de los propios Inspectores esto 
consta a la señora titular de la Inspección de Trabajo, en función de que, además, creo que están a la orden, 
sin límite de horario. 


Entonces, en el marco de las preguntas que se han formulado, que hacen a una valoración general de este 
proceso de reestructuración del servicio, me parece que esos dos aspectos son atinados. Digo esto sobre todo 
porque estamos incluyendo nuevos casos, inclusive de quienes ocupan la jerarquía de la División o de la 
Unidad Ejecutora en el régimen de dedicación exclusiva, pero hay reclamos de carácter general del sindicato 
de los inspectores que reitero trato de resumir en dos aspectos: estabilidad laboral de quienes ingresaron 
últimamente y porcentaje por productividad en todos los casos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes de que la señora 
Inspectora General de Trabajo haga uso de a palabra, quisiera hacer dos o tres reflexiones. 


En primer lugar, considérese que este régimen de dedicación exclusiva es reciente. Eso no significa que no 
haya datos sino que estos son recientes y, por lo tanto, la experiencia por ahora puede llegar a ser limitada. 
Eso lo sabrá mucho mejor que yo la Inspectora General del Trabajo. 


En segundo término, en cuanto a la pregunta sobre la estabilidad laboral, recordemos que son contratos de 
función pública, es decir que cuentan con la estabilidad que tiene ese tipo de contratos. Esto tiene que ver con 
aspectos sustanciales, y es uno de los grandes proyectos, de las grandes aspiraciones de este Gobierno 
obviamente, no lo vamos a discutir acá en cuanto a la reforma del Estado. 


La cifra que voy a dar puede ser absolutamente imprecisa; recuerden que cuando comenzó aquel proceso de 
negociación colectiva en el ámbito público, centralizado algo que jamás se había dado en este país, se 
llegaron a detectar ciento siete formas distintas de vinculación de trabajadores con el Estado. Estoy tomando 
una de las tantas versiones que en aquel entonces se manejaron. Los señores Diputados comprenderán que si 
estamos hablando de contrato de función pública, todo esto tiene que ver con esa situación caótica por 
denominarla de alguna manera que existía ante más de un centenar de formas de vinculación con la 
Administración Pública. 


Entonces, así como se pretende ir solucionando paulatinamente algunos temas, creo que la vinculación de los 
trabajadores con el Estado debe ser no es posible de otra forma porque, si no, se generaría un "shock" 
demasiado importante tratado paulatinamente. Es uno de los temas centrales que habrá que encarar, o que ya 
se está encarando, en cuanto a la reforma del Estado. Esta reforma no se va a hacer en uno o en dos años sino 
que es un proceso continuo. Este es un fenómeno cultural muy arraigado y, por lo tanto, no podemos pensar 
que se va a solucionar de un día para el otro. Dentro de esa reforma del Estado, estos contratos de función 
pública serán analizados en su momento. En esta situación, ellos tienen la misma estabilidad que los 
contratos de función pública. 


SEÑORA NARDUCCI.- A lo que acaba de expresar el señor Ministro interino con respecto a los 
Inspectores de Trabajo que ingresaron en fecha reciente concretamente, el 2 de mayo a cumplir tareas 
inspectivas, simplemente acotaría que se trata de contratos permanentes de función pública. Por lo 
tanto, gozan de una estabilidad en el cargo que difiere mucho de otros contratos, como podrían ser los 
contratos de arrendamiento de servicio, contratos de obra o demás. Es más: hay cinco Inspectores de 
Trabajo que ingresaron en el año 1996, provenientes de PLUNA cuando ese organismo fue disuelto, 
que también son cargos de función pública, con contratos permanentes. También lo eran como 


funcionarios de PLUNA. O sea que tienen más de veinticinco años como funcionarios con contrato 
permanente de función pública, cumpliendo la labor inspectiva desde el año 1996 y ocupando lugares 
de cierta jerarquía en la organización, por cuanto algunos de ellos son supervisores de equipos 
inspectivos y también dirigentes gremiales. Por tanto, la independencia, la estabilidad, la permanencia 
en el cargo está absolutamente asegurada. 


Son muchos los aspectos sobre los que daré respuesta. Lo primero que me parece importante remarcar es que 
los Inspectores de Trabajo, a diferencia de los Inspectores de la Dirección General Impositiva, tienen una 
función eminentemente social. Por lo tanto, definir indicadores para evaluar los resultados de la labor que 
ellos realizan en la calle cotidianamente no es tan sencillo como hacer cuentas y comparar un año con otro. El 
número de inspecciones realizadas en 2007 se incrementó, con respecto al año anterior, en más de cinco mil 
actuaciones. Ese fue el año en que empezamos a aplicar el régimen de dedicación exclusiva a los Inspectores 
de Trabajo, pero quiero recordarles que tenían plazo hasta el 31 de diciembre para hacer la opción. Fue un 
año de transición, donde la mayoría de los Inspectores de Trabajo, con muy pocas excepciones, optaron por 
ese régimen. El grupo mayoritario lo hizo entre marzo y junio de 2007, y los restantes completaron esas 
opciones recién a fin de año. No obstante ello, el número de inspecciones se incrementó en cerca de cinco mil 
con respecto al año anterior. 


Por lo tanto, hemos evaluado que, cuantitativamente, por mayor horario de trabajo de los inspectores, hubo 
una respuesta mayor y un impacto que se evidencia en estos números, como resultado de la aplicación del 
régimen de dedicación exclusiva. Sin embargo, los indicadores con los que estamos trabajando son de otra 
naturaleza. No nos importa la productividad de los inspectores sino la calidad de su trabajo, que debe 
evaluarse a través de los cambios que se produzcan en las empresas, una vez que estos lleguen a realizar sus 
controles. En lo que realmente debemos profundizar en materia de trabajo es en los cambios cualitativos, que 
van acompañados de una mayor profesionalización de los inspectores. Hubo que diseñar proyectos de 
capacitación para ellos. Algunos ya se han cumplido, con la colaboración de la OTT, y otros se harán en el 
correr de los próximos meses. Esa profesionalización es absolutamente necesaria, no solo para actualizar 
conocimientos, sobre todo de aquellos inspectores que pertenecen al área de seguridad y salud, sino también 
para quienes inspeccionan las condiciones generales de trabajo. Digo esto porque la dinámica de los Consejos 
de Salarios hace que tengan que realizar controles en todas las ramas de actividad y conocer los convenios y 
laudos existentes en los distintos grupos y subgrupos de la actividad laboral, lo que representa un esfuerzo 
adicional. Ellos deben conocer todas las cláusulas, no solo la normativa general, y todas las mejoras salariales 
y de otras especies que se introducen en los acuerdos de los Consejos de Salarios. 


Por lo tanto, la etapa de profesionalización de los inspectores es un aspecto determinante para mejorar la 
calidad de la labor inspectiva. En realidad, la medición que aspiramos a alcanzar es, precisamente, aquella 
que determine un cambio cualitativo en la situación de los trabajadores, en la relación de la empresa con sus 
trabajadores, una vez que los inspectores realizaron su labor. 


En consecuencia, el año pasado tuvimos más de veinte mil actuaciones inspectivas. Espero que este año sea 
menor la cantidad de actuaciones que realicen los inspectores porque queremos que tengan una mayor 
profundidad. No queremos que los inspectores lleguen a la empresa para realizar el control de si los 
empleados están inscriptos en la planilla o no lo están. Queremos que realmente controlen si los aspectos 
salariales y las condiciones generales se cumplen para todos los trabajadores. También queremos que los 
inspectores del área de seguridad y salud puedan establecer con el empresario y con el sindicato el diálogo 
necesario para que estos sepan cuáles son los problemas existentes en la empresa y cuáles son las prioridades 
que deberán ejecutarse para que las condiciones de trabajo no ofrezcan riesgo de vida o inseguridad para los 
trabajadores. O sea que estamos construyendo esto. 


La otra etapa que vamos a iniciar en breve plazo ya estamos definiendo este aspecto es la de achicar el 
proceso administrativo que se sigue en las actuaciones de los inspectores. Ese proceso establecido en el 
Decreto N* 680 del año 1977, que reglamenta los convenios internacionales que dan origen a la inspección, 
tiene que ser complementado con el Decreto N* 500/91, que establece las actuaciones que se realicen en el 
ámbito público. Por la conjunción de estas dos normas queremos tener un decreto nuevo, que actualice el 
procedimiento administrativo que se realiza en la Inspección General del Trabajo, achicando el proceso que a 
nuestro entender es, todavía, demasiado largo. 


En consecuencia, estamos procesando esta exclusividad y tenemos que construir indicadores de común 
acuerdo con todos los integrantes del servicio, porque la Inspección no está integrada solo por los 
inspectores. La Inspección General del Trabajo está integrada por los abogados, que son quienes resuelven 
las actuaciones de los Inspectores; por los administrativos, que son los que, de alguna manera, hacen de nexo, 
a través de los expedientes y de los servicios administrativos. entre los inspectores, los abogados, la 
Inspectora General de Trabajo y demás; y también los choferes que trasladan a los inspectores a cumplir sus 
funciones cuando se trata de horarios nocturnos o en zonas donde no pueden llegar sin la seguridad que 
implica, por ejemplo, el respaldo de la locomoción. 


Por eso es que, de alguna manera, la exclusividad de los inspectores no es la que queríamos. Esta Inspectora 
General quería la exclusividad del sistema Inspección General del Trabajo, y creo todavía vamos a necesitar 
de otros períodos en próximas Rendiciones de Cuentas o quizás en el Presupuesto Quinquenal para que, a 
futuro, se complete el proceso. Creo que para todos los funcionarios del sistema sería deseable tener, por lo 
menos, un régimen diferente al actual que, de alguna forma, también armonizara el funcionamiento de este 
esquema, que es bastante complejo en la Inspección General. 


Creo que había otras preguntas del señor Diputado Pablo Abdala. No sé si di respuesta a todo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que ha sido muy interesante, valiosa y bienvenida la explicación 
de la señora Inspectora. 


Me queda claro que es un proceso dinámico, que no está concluido. Más allá de si técnicamente corresponde 
hablar de productividad probablemente, no corresponda y de la condición específica de la dedicación 
exclusiva, la pregunta tiene que ver con la eventualidad de que quienes forman parte de ese proceso de 
mejora y, por lo tanto, son responsables de los buenos resultados, en un futuro más o menos cercano tengan 
alguna forma de participar en los resultados. Probablemente repito, no corresponda en este caso hablar de 
productividad, como sí ocurre en el caso de la Dirección General Impositiva o en el ámbito de las empresas 
públicas, pero la pregunta apuntaba a una suerte de premio por los resultados o de participación en las 
mejoras que todos sabemos que, por un lado, puede ser un elemento de estricta justicia porque está de 
acuerdo con el esfuerzo que cada funcionario desarrolló, y al mismo tiempo implica un estímulo a los efectos 
de que ese proceso siga siendo dinámico y permanente. 


Sin pretender una respuesta concreta hoy, la pregunta es si en el mediano plazo razonablemente podría 
esperarse, por parte de estos funcionarios, una participación en los resultados por la vía de una mejora, para 
los inspectores en particular o para todos los funcionarios de la Unidad Ejecutora en general. 


SEÑOR GAMOU.- Quisiera hacer una aclaración. 


En primer lugar, coincido con la Inspectora General en que en este proceso gradual debemos apuntar a una 
dedicación total del sistema. 


En segundo término si me lo permite mi colega, el señor Diputado Pablo Abdala hay que poner mucho 
énfasis en lo que acaba de decir la señora Inspectora sobre la función social del Inspector de Trabajo, porque 
aunque quedo muy satisfecho con esta respuesta, precisamente, mi temor no estoy diciendo con esto que el 
señor Diputado Pablo Abdala planteara eso era que se planteara una suerte de productividad cuantitativa en 
cuanto a número de inspecciones hechas, número de multas puestas, etcétera, que me parece que, en este caso 
no es lo mejor que puede pasar. 


Nunca me olvidaré permítanme que les cuente esta anécdota del primer trabajo formal que tuve, a los 16 
años, cuando cayó un Inspector de Trabajo. Yo no estaba en la planilla del menor, por lo que el resultado fue 
una reverenda multa a la empresa. Como hacía quince días que había entrado, me echaron. Entonces, me 
parece que construir los indicadores cualitativos da un trabajo bárbaro, pero es un esfuerzo que bien vale la 
pena. 


SEÑORA NARDUCCI.- Diría que sí, que está dentro de ese concepto de exclusividad o dedicación 
total para la Inspección del Trabajo tener algún aspecto a futuro que pueda premiar, promover e 
incentivar esa labor más destacada y profesional de los Inspectores de Trabajo. Se llamará o no 


productividad, pero es nuestra intención, así como también tener a todos los funcionarios de la 
Inspección en un régimen diferente con respecto a la exclusividad de los inspectores. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera hacer dos preguntas. 


En primer lugar, con respecto a la pregunta que se hacía acerca de la estabilidad laboral de los inspectores 
que acaban de ingresar, quisiera saber si ellos están incluidos en el artículo 11 de la presente Rendición de 
Cuentas que modifica el artículo 12 de la Ley de Presupuesto, pero que deja vigente este aspecto sin 
modificación alguna, y establece que transcurrido un año habla de todos los funcionarios de los Incisos 02 al 
15, previa evaluación satisfactoria de su tarea, pasarán a ser automáticamente presupuestados. Digo esto 
porque si la aplicación de este artículo rigiera también para los inspectores como aparentemente ocurriría-, 
eso estaría dando un cambio de calidad de funcionario y garantizaría la estabilidad laboral. 


En segundo término, quiero hacer una pregunta con respecto a esta misma Unidad Ejecutora sobre un aspecto 
que no está contenido en el articulado, pero que sí hace a la Rendición de Cuentas, en cuanto a los 
funcionarios que no son inspectores pero integran esa Unidad. 


Hemos recibido algunos memorandos de las gremiales vinculadas que nos dicen que el número de 
inspectores ha aumentado en más de cuarenta, siendo un total de ciento cincuenta, aproximadamente, y que 
además la dedicación exclusiva ha aumentado su carga horaria de seis a ocho horas, lo que ha generado una 
sobrecarga laboral que es obvia, de más inspecciones, de más actuaciones, pero que encuentran el mismo 
soporte de funcionarios administrativos y apenas un pequeño aumento en la cantidad de abogados, que deben 
encargarse de las causas que se le remiten por parte de los inspectores. 


Hay una solicitud de estos funcionarios de tener una compensación salarial que les permita absorber ese 
mayor trabajo, equilibrándose con una mayor carga horaria. Hoy los administrativos tienen una carga horaria 
de seis horas y plantean pasar a desempeñarse ocho horas, pero obviamente con el 33% de aumento 
equivalente para hacer frente a esa circunstancia. 


Nuestra pregunta apunta a saber si hay algo previsto en el articulado no está ahora, pero queremos saber si lo 
estará de futuro, y a si efectivamente hay una evaluación de parte del Ministerio, particularmente, de la 
Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, acerca de que estos funcionarios están recibiendo una 
sobrecarga de trabajo a la que es difícil hacer frente eficazmente con la disponibilidad que tienen, o si se 
puede producir allí un cuello de botella que anule el mayor trabajo de los inspectores y que luego se 
enlentezca o se atrase en el proceso administrativo o en la actuación que corresponda al componente 
profesional de esta Dirección. 


Esas eran las dos preguntas que quería plantear. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Acerca de la primera 
pregunta, voy a ceder la palabra a la señora Inspectora Narducci. 


En cuanto a la segunda pregunta, es indudable, y no se puede negar, que el régimen de exclusividad en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha producido brechas salariales. De ahí surgen los planteos de una 
serie de funcionarios, fundamentalmente, de los vinculados a la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social. Pero, como hemos venido diciendo reiteradamente, habrá que analizar estas brechas y 
buscar las soluciones en su debido momento. Se está pensando, no concretamente en las soluciones, sino en 
analizar el tema para después llegar a determinadas conclusiones. Cabe decir que es cierto que la 
exclusividad ha producido esas brechas. También es cierto que no es posible pensar en la exclusividad o en la 
remuneración de la exclusividad para todos los funcionarios del Ministerio. Todo esto requiere una 
profundización en el estudio y, como en toda instrumentación de soluciones, la necesaria progresividad a la 
hora de analizar el tema. 


SEÑORA NARDUCCI.- Con respecto a lo que planteaba el señor Diputado Gandini, debo confesar 
que no conozco el contenido de los artículos 11 y 12 que mencionó de esta ley de Rendición de Cuentas, 
pero si lo interpreté correctamente, se admite la posibilidad de presupuestar a aquellas personas que 
reciban un informe favorable con respecto a su desempeño durante el primer año. No tengo dudas de 


que este artículo puede ser aplicado a los Inspectores de Trabajo, con una salvedad. Los Inspectores de 
Trabajo tienen la estabilidad que el señor Diputado mencionaba en el empleo, y como único requisito 
para el ingreso, además de la escolaridad que se le solicita, es haber salvado el concurso de oposición y 
méritos sobre conocimiento de normativa laboral. Así, ese ciudadano ocupa el cargo de Inspector de 
Trabajo. Por lo tanto, creo que el tema del informe por desempeño es lo que de alguna manera se 
relativiza para el caso de Inspector de Trabajo, salvo que sea una persona totalmente negada para el 
desempeño de su labor; en ese caso habría que dar cuenta a la Oficina Nacional de Servicio Civil. Si ese 
artículo existe, todos los Inspectores ingresados a partir de este año que son treinta exactamente, más 
los cinco que ya existen desde el año 1996, podrían regularizar su condición a funcionario 
presupuestado sin ese informe que establece como condición la Ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR GANDINI.- Voy a hacer dos precisiones. 


Me refiero al artículo 11 de este proyecto de ley de Rendición de Cuentas, que hace una modificación al 
artículo 12 de la Ley de Presupuesto que está vigente. Esta modificación no refiere al inciso que mencioné. 
Me refiero al inciso tercero del artículo 12 de la Ley de Presupuesto que establece: "(...) Transcurrido un año, 
previa evaluación satisfactoria del funcionario, la función contratada se transformará en un cargo 
presupuestado correspondiente al mismo escalafón y grado, a cuyos efectos se transferirán los créditos 
respectivos. La evaluación insatisfactoria determinará la rescisión automática del contrato de función 
pública". El acápite de este artículo refiere a: "El ingreso a la función pública Inciso 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional se regirá por las disposiciones contenidas en el presente artículo". Esta es una disposición que rige 
para el ingreso a la función pública de todos los funcionarios de los Incisos 02 al 15. Se supone que un 
funcionario, contratado bajo el régimen de contrato de función pública, al año deberá ser evaluado, y si la 
evaluación fue satisfactoria, su cargo se transforma automáticamente en cargo presupuestado con el cambio 
de calidad de su contratación. Hacía esta referencia porque luego vienen algunas menciones a varios 
artículos, que no tengo estudiados, y que podrían estar exceptuando a los Inspectores, pero no me parece que 
así sea. 


Con respecto a los funcionarios administrativos y abogados, la solicitud que se plantea en el memorándum no 
refiere a la condición de exclusividad. En otros casos en que se ha trabajado o se ha optado por la 
exclusividad, como en la DGI, se abarca no solo a los Inspectores sino también a toda otra serie de 
funcionarios que son soporte de la tarea inspectiva. Los funcionarios no piden la exclusividad; lo que dicen es 
que un Inspector cumple ocho horas, mientras que los administrativos cumplen seis y los profesionales, 
cuatro; que la cantidad de inspectores que hoy salen a la calle a hacer la tarea inspectiva y social creció casi 
un 50%, mientras que sus causas luego se reflejan en la actividad de la misma cantidad de funcionarios que 
había antes, con menos horas de trabajo, y en un número aparentemente mayor de abogados, que tampoco 
sería suficiente para abatir esa diferencia y atender esa circunstancia. 


Quería hacer esta referencia más allá de que fue reconocido que se han generado brechas- porque los 
funcionarios no piden la exclusividad; piden una mayor carga horaria con el equivalente de aumento salarial 
y alguna otra compensación que les permita atender correctamente la tarea y no verse sobrecargados y luego, 
quizás, ser el fusible de la situación, porque será en ese ámbito donde los expedientes se amontonen y las 
quejas correspondan a esa dependencia. Ya advierten que en las condiciones actuales habrá un cuello de 
botella, y no se deberá a una mala gestión sino a una nueva situación que lo ha generado. 


Quería dejar esas constancias y luego veremos si hay posibilidad de mejorarlas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que las palabras del 
señor Diputado Gandini son claras. Sin embargo, pudo haber interpretado mal las mías; yo no creo 
haber dicho que la solicitud era la exclusividad. Inclusive, cuando hablé de brechas salariales, 
implícitamente no estaba refiriéndome a la exclusividad. Quería aclarar eso. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Con relación al artículo 311 que estamos analizando, por una razón de 
técnica legislativa, supongo que se consagra una solución de similar tenor que la del artículo 309. El 
artículo 309 incluye al Sub Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social en el régimen de 
dedicación exclusiva, lo que supongo también hace el artículo 311 con relación al Inspector General. 


Probablemente esté interpretando mal; de lo contrario, solicitaría que se me explicara cuál es el 
verdadero alcance del artículo 311. 


SEÑORA NARDUCCLI.- Hay un matiz. Por el artículo 309 se pretende incluir al Sub Inspector General 
del Trabajo y la Seguridad Social en régimen de dedicación exclusiva, en tanto se desempeñe en ese rol. 
Quiero recordarles que el cargo de Sub Inspector General de Trabajo no necesariamente va a ser 
ocupado por un inspector; puede serlo, pero también puede ocuparlo un profesional del Escalafón A. 
En el caso de que sea un profesional, no tiene la obligación de la exclusividad. Entonces, nos parecía 
incoherente, en un régimen de exclusividad como el dispuesto a todos los Inspectores de Trabajo, que 
los jerarcas inmediatos a estos funcionarios no estuvieran también bajo dicho régimen. Si el cargo 
estuviere ocupado, por ejemplo, por un abogado, ese Sub Inspector General de Trabajo podría ser un 
asesor de empresas, en tanto que los Inspectores no deben serlo. Por eso quisimos incluir al Sub 
Inspector General de Trabajo en el régimen de exclusividad mientras desempeñe esa función. 


En el otro caso, confieso que esto viene a reparar un perjuicio que la Ley de Rendición de Cuentas, que 
estableció el régimen de exclusividad, me generó en tanto funcionaria de carrera y presupuestada. Soy 
funcionaria Inspectora y el régimen de exclusividad que sancionó la Ley de Rendición de Cuentas del año 
anterior establecía la obligación de declarar ante el jerarca de la Unidad Ejecutora la voluntad de estar 
incluido en el régimen de exclusividad. Por lo tanto, como funcionaria presupuestada, que tengo reserva del 
cargo, no podía declarar mi voluntad de optar por el régimen de dedicación exclusiva porque tenía que 
hacerlo ante mí misma. No se definía ante quién podía declarar mi voluntad de estar incorporada a ese 
régimen. Entonces, se incluye este artículo para que, por mi cargo presupuestal reservado, pueda declarar mi 
voluntad, mi disposición de optar por la exclusividad ante el jerarca del Inciso. El artículo 311 tiene ese 
alcance, exclusivamente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Está claro que el artículo 309 implica una inclusión del cargo de Sub 
Inspector General de Trabajo de carácter institucional. En el artículo 311 no comprende al funcionario 
con cargo de Inspector General de Trabajo, pero sí al Inspector General de Trabajo que 
ocasionalmente esté ocupando esa función. 


SEÑOR GANDINI.- Ahora que fue explicado el artículo 311, entiendo perfectamente cuál es la 
motivación y la hallo justa. Sin embargo, la redacción abre un panorama demasiado amplio. Tal cual 
está redactado, aunque no se dé la circunstancia porque la ley queda vigente, alguien podría estar 
reclamando la calidad de exclusividad cumpliendo una función en un cargo de particular confianza en 
otro Ministerio, o aun teniendo un cargo de alta prioridad en cualquier otro Ministerio. En este caso, el 
cargo de confianza de Inspector General lo ocupa un Inspector de Trabajo o una Inspectora de 
Trabajo; entonces es justo que, como hace la reserva del cargo, también haga la reserva de la 
exclusividad o, si se quiere, la tenga porque cumple esa tarea. Pero con esta redacción también 
terminamos dando la posibilidad de que el día de mañana un Inspector de Trabajo sea designado en un 
cargo de particular confianza en otro organismo y pueda, según esta redacción y estando en ese cargo, 
tener derecho a la exclusividad. Y el concepto de exclusividad se aplica de manera totalmente 
antagónica al que se refleja en el ejemplo. Si tiene exclusividad es porque está ocupando el cargo. No 
puede tener exclusividad, cobrarla y estar cumpliendo tarea en otro lado. Y la redacción de este 
artículo deja abierto ese riesgo que mencionábamos porque dice: "Los funcionarios presupuestados del 
Inciso 13 'Ministerio de Trabajo y Seguridad Social' con cargo de Inspector de Trabajo que se 
encontraban", pasado: "que se encontraban", "ocupando cargos de particular confianza o alta 
prioridad dentro de la Administración Central, a la fecha de vigencia del artículo 324 de la Ley (-..)", 
tal y cual, "podrán formular la opción por el régimen de dedicación exclusiva dentro del plazo de 
sesenta días siguientes (...)". Dice: "que se encontraban". ¿Qué quiere decir? ¿Que ya no se 
encuentran? Tal como está redactado, no se deben encontrar a esta altura en esa situación porque 
quiere decir que se encontraban a aquella fecha; y si se encontraban a aquella fecha, no pueden 
encontrarse en esta. No sé si con esta redacción se resuelve este problema; pero quizás queden abiertas 
las puertas para otras situaciones que no creo que se quieran incluir en el artículo. Deberíamos 
encontrar una redacción deberá hacerlo la Administración y enviarla oportunamente que contemplara 
lo que se está planteando que, en lo personal, entiendo justo, pero que al mismo tiempo no dejara 
abierta la puerta a incertezas jurídicas posteriores. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En materia jurídica se 
dice que hay dos bibliotecas; yo creo que hay bastante más. 


No comparto la inquietud del señor Diputado Gandini. No me parece que surja del artículo lo que él entiende 
y expresa. Por supuesto que es opinable y tampoco vamos a convertir esto en un debate. Si es mejorable, se 
mejorará; no hay ninguna duda. Pero parto de la base de que para cobrar una partida por dedicación exclusiva 
debe ejercerse la función; de lo contrario, no hay dedicación exclusiva. Podrá hacerse la reserva para un 
futuro cuando se vaya a ejercer la tarea, pero ello no implica que se vaya a ejercer de inmediato. Y, por lo 
tanto, suponiendo que no la va a ejercer de inmediato, no va a cobrar la exclusividad. Esa es la interpretación 
del artículo. Pero, repito, es todo opinable según la biblioteca jurídica a la que se recurra. 


Personalmente, creo que la redacción es clara, pero quizás haya que mejorarla. De todas maneras, es mi 
intención dejar claro el espíritu del artículo. 


SEÑOR ASTI.- Deseo aclarar que el artículo que estamos considerando hace referencia al artículo 324 
de la ley de Presupuesto, según el cual el régimen de dedicación exclusiva es para quienes puedan optar 
por las tareas inspectivas. O sea que la explicación del señor Ministro Interino en este caso es clara. 
Podrá hacerse la opción si ejerce la función; para ejercerla tendrá que realizar tareas inspectivas. No 
podrá realizar otro tipo de tareas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con los artículos 312 y 313 que refieren al Registro Nacional de 
Obras de Construcción y su Trazabilidad. 


(Interrupciones) 


También se refieren a este tema los artículos siguientes hasta el 319, inclusive. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que es conveniente 
seguir la misma técnica que pusimos en práctica cuando analizamos todo el tema del interior. Primero, 
haremos algunas reflexiones generales al respecto que explican el porqué de esta novedad, tal como yo 
la llamaría. 


Esto surge de muy sanos antecedentes que existen en la industria de la construcción con respecto al diálogo 
tripartito entre empresarios, trabajadores y Estado. Existen comisiones que estudian las condiciones de 
trabajo; existen normas que ya han sido concretadas tripartitamente. No voy a profundizar en estos 
antecedentes porque me parece que son muy conocidos. 


En segundo lugar, esto surge de algo que, en silencio y no con tanta notoriedad, se ha ido cristalizando de dos 
años a esta parte, para ser más concreto, desde el 12 de diciembre del año 2006, relacionado con lo que se ha 
caracterizado o denominado como un compromiso nacional por ingresos, ámbito que fue creado por este 
Gobierno. Dentro del ámbito de compromiso nacional por ingresos, existen muchas subcomisiones que 
analizan diversos temas y una es el de la industria de la construcción. Y esta subcomisión comenzó a 
funcionar, reforzando los antecedentes que existían en la Inspección General del Trabajo y la Seguridad 
Social y en el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social acerca del diálogo ya sea bipartito o tripartito, 
pero en este caso tripartito- con notorios antecedentes. 


El avance fue sustancial y aquí estamos con varios temas que son de vital importancia. Ustedes recordarán 
que, variando una costumbre de muchos años, el mensaje de 1” de mayo del Ministro Eduardo Bonomi a la 
sociedad, no versó sobre el sistema de relaciones laborales en general, conflictos y negociación; para nada. 
Fue un mensaje referido a las condiciones de trabajo en el ámbito de la construcción, fundamentalmente. El 
mensaje era de carácter general, pero también mencionó algo de la industria de la construcción. Y es natural 
que sea así. Yo sé que hay opiniones diversas muy notorias en estos días, pero si hay algo de lo que no se 
puede acusar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es de falta de diálogo y de falta de tripartismo. Ahí 
están las tres rondas de Consejos de Salarios; está en marcha la tercera ronda y este ejemplo de la 
construcción para mí es notorio por las condiciones en que se desarrolla y por las consecuencias que acarrea. 


Es un ejemplo clarísimo de tripartismo. Pero también están en juego las condiciones de seguridad e higiene 
en el trabajo, las condiciones de salud en el trabajo precisamente, es justo reconocerlo, tienen antecedentes 
favorables que no solo datan de esta Administración que se han profundizado para decirlo de alguna manera 
en lo que yo denominaría la trazabilidad de las obras de construcción. Así como hay una trazabilidad animal, 
hay una trazabilidad social cuando se nos pide de parte de países del Primer Mundo que cumplamos con 
determinados requisitos; en definitiva, estamos hablando de trazabilidad social. Y, bueno, aquí hay una 
trazabilidad de la construcción que tiene mucho que ver con el tema de las condiciones de trabajo 


Aclaremos: este Registro que se crea no trata solamente de las condiciones de trabajo, abarca mucho más que 
eso, pero un capítulo sustancial son las condiciones de trabajo, la higiene y el trabajo en general. 


Un tercer aspecto además del diálogo, del tripartismo, de la trazabilidad, de las condiciones de trabajo, es la 
coordinación interinstitucional y la coordinación interdisciplinaria. Acá están en juego las Intendencias, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, prácticamente todo aquello relacionado con el trabajo de la 
construcción. Si analizamos artículo por artículo, verán el papel que desempeñan las Intendencias es natural 
que estén; todos los permisos de construcción van a las Intendencias; la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social por ejemplo, ante incumplimientos; el Estado ante licitaciones públicas se deben incorporar 
planes de seguridad que tienen que ver con las condiciones de trabajo y con la función social que decía la 
Inspectora que deben cumplir las Inspecciones, etcétera. 


Cuando hablamos de informalidad, siempre se dice: "Bueno, vamos a combatir la informalidad para que los 
que no pagan aporten". Esta es una visión parcial. El pasaje a la formalidad debe guiarse por el siguiente 
razonamiento: "Combatamos la informalidad para que se registre a las personas y que se recaude, pero 
también combatamos para que el objetivo final sea la inclusión social de los que están trabajando en negro, 
de los que están en la informalidad o en la casi informalidad". Todo esto tiene que ver con estos seis o siete 
artículos que hemos creído oportuno introducir en la Rendición de Cuentas. 


Como se verá, hay sanciones, clausuras, figuran las funciones de la Intendencia, la necesidad de que éstas 
informen al Registro Nacional de Obras de Construcción y su Trazabilidad. Es decir, podríamos seguir 
profundizando el tema, pero queremos trasmitir cómo a veces el trabajo en silencio y no tan en silencio, pero 
sin notoriedad- tiene su importancia. Acá hay un trabajo producto del diálogo, del tripartismo, de la 
interinstitucionalidad, de la interdisciplinariedad que creemos que, a ejemplo de otros países, puede dar un 
resultado realmente importante. Y lo digo, no tanto por la normativa porque Uruguay y América Latina en 
materia de cumplimiento, sobre todo en lo social, muchas veces, se han caracterizado por mirar para el 
costado, y no vamos a entrar en ese tema, sino, sobre todo por los acuerdos sociales, sean bipartitos o 
tripartitos y, a veces, hasta cuatripartitos. El "se puede" existe. Aquí tenemos un claro ejemplo de lo que se 
puede hacer cuando hay disponibilidad de los actores sociales y del Gobierno para llevar adelante, sobre 
todo, temas concretos. A veces es muy fácil ponerse de acuerdo en declaraciones, pero no tanto en un tema 
concreto como la construcción, con la brutal actividad que está desarrollando. Tenemos una prueba elocuente 
de que ello es posible y defendemos lo como uno de los aspectos más importantes, producto del diálogo 
social que se ha tenido en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Creo que está bien el fin que se está buscando por parte del 
Ministerio con el tema de la regulación, del control de la construcción, que tantos dolores de cabeza da. 
Sin embargo, me queda cierta duda con respecto al artículo 319 cuando se utiliza la expresión 
"obligadas a informar". Creo que estaríamos lesionando la autonomía municipal y también creo que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene un relacionamiento bueno con las Intendencias, por lo 
que podría sustituirse esta palabra por otra que no implicara obligar a una mayoría a votar el artículo 
así. Debería considerarse, precisamente, el relacionamiento que debe tener el Ministerio con las 
Intendencias. Las mesas de trabajo a nivel de Intendencias y el Ministerio funcionan y bien, por lo que 
no sería necesario establecer en el artículo 319 una obligatoriedad que, insisto, me suena como a una 
lesión de autonomía. No creo necesario que deba ser bajo este sistema que se logre el objetivo que se 
persiga. 


SEÑOR ASTL.- En primer lugar, si se me permite, voy a dar una respuesta a lo que acaba de plantear 
la estimada colega señora Diputada Peña. 


Una obligación establecida por ley a un organismo público no afecta ninguna autonomía, de la misma manera 
que si se exigiera que se presenten los certificados de BPS o de la DGI. Hay un interés general; no creo que 
haya ninguna lesión de autonomía en el hecho de tener que cumplir con la formalidad como lo deberán hacer 
todos los organismos públicos. 


En cuanto a la interacción que se pretende de este Registro con distintos organismos públicos y compartiendo 
totalmente lo expresado por el señor Ministro interino, cuando leo los artículos, por haber participado durante 
treinta años en la industria de la construcción algunos de ellos tienen mucha relación con el Registro 
Nacional de Empresas Constructoras de Obras Públicas que se encuentra en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas-me parece que está faltando alguna referencia precisamente a la interacción con este Registro, 
que es el que lleva, además de los datos económicos, de equipamiento y de capacidad de construcción, los 
certificados de inscripción a los efectos de presentarse ante cualquier licitación pública. 


Me parece importante incorporar o mencionar, esa información entre ambos, porque va a ser necesaria a 
efectos de que, por lo menos en el ámbito de la licitación pública, este tema esté absolutamente atado a 
cumplimientos de este tipo que tienen que ver, nada más y nada menos, que con la seguridad en materia de 
accidentes de trabajo y con otras desde el punto de vista económico y jurídico. 


SEÑOR SAUVAL.- Sin ningún lugar a dudas, me parece que esta es una muy buena propuesta. Pero 
tengo dudas con respecto a si habría una duplicación. En el artículo 313, como requisito indispensable 
para iniciar la obra, se establece la inscripción en el Registro mientras que en el artículo 319 las 
Intendencias están obligadas a informar al Registro acerca de las solicitudes presentadas. 


No me queda muy claro cómo sería el instructivo completo de trámites que se deben iniciar al comienzo de 
una obra, es decir, qué se debe hacer primero y qué después. Si lo primero es el Registro, el artículo 319 
estaría de más. Si la inscripción en el Registro no fuera lo primero, simplemente sería un trámite más. Quizás 
para darle la relevancia, la importancia y el peso que tiene esta propuesta, valdría la pena agregar que es el 
primer eslabón de la cadena a nivel de inscripción y de tramitación oficial para poder iniciar una obra. 


SEÑOR GAMOU.- En cuanto al tema de la autonomía de las Intendencias Municipales, creo que el 
señor Diputado Asti fue suficientemente claro en sus expresiones. Además, es bueno recordar que hace 
algunos años nosotros votamos una disposición que establece que cuando un individuo va a solicitar un 
crédito se le debe pedir el certificado de estar al día con el pago de los impuestos municipales, lo cual 
me parece muy bien y bajo ningún punto de vista se puede considerar una intromisión en la actividad 
financiera o en la del Banco de la República. 


Me deja pensando lo que acaba de plantear el estimado colega, señor Diputado Sauval, en cuanto a qué viene 
primero: el huevo o la gallina. 


SEÑOR MACHADO.- Coincido con lo que ha planteado el señor Diputado Sauval. Creo que hay una 
superposición; no obstante ello, tengo la convicción de que el artículo 319 lesiona claramente la 
autonomía municipal. Si estamos de acuerdo o no, será otro tema pero, reitero, este artículo lesiona con 
claridad la autonomía municipal resguardada por la Constitución de la República. 


Otra pregunta: ¿Lo que dispone el artículo 316 está modificando lo establecido en el artículo 289 de la Ley 
N" 15,903 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, salvo 
que se demostrara que hay una violación a la autonomía municipal, en principio no creo que la haya; si 
hay dictámenes al respecto, habrá que reconsiderarlo, pero reitero que en principio no creo que exista 
tal violación. 


En segundo término quizás después la Inspectora pueda desarrollar más el punto en el artículo 313 se 
establece un requisito para iniciar la obra. El artículo 319 es una obligación de informar que se otorga a la 
Intendencia. Por tanto, se trata de aspectos distintos, e insisto en esto. No implica violación a la autonomía 
municipal. Además creo que si no es una violación a la autonomía y, como bien decía la señora Diputada 


Peña Hernández, hay un buen relacionamiento con las Intendencias cosa que es cierta y, en lo que nos 
corresponde, estamos muy orgullosos del vínculo con cualquiera de las diecinueve Intendencias de este país, 
tampoco debería quedar librado a las circunstancias que puedan ocurrir el que se informe o no. 


Si esto no es inconstitucional y no viola la autonomía, no puede quedar librado a la coyuntura del 
relacionamiento que a veces puede complicarse el hecho de que se informe o no. 


Por eso, en principio, defiendo el artículo 319 en cuanto a la obligación de informar. 


En tercer lugar, no olvidemos la importancia que en materia de construcción tiene el interior; por ejemplo, en 
la zona este. No podríamos dejar librado a esa coyuntura especial el hecho de que quizás por determinadas 
circunstancias no se informe. Tiene que haber una obligación, salvo que se demuestre que esto violenta la 
autonomía municipal. 


Estos son los comentarios que quería hacer, sin perjuicio de que se pueda hacer algún ajuste. Acá estamos 
para eso. 


SEÑORA NARDUCCL.- Voy a complementar lo expresado por el señor Ministro Interino. 


El señor Ministro Bonomi y quien les habla concurrimos al Congreso de Intendentes para presentar el 
articulado del Registro Nacional de Empresas de Obras Públicas, y se solicitó la definición de un delegado de 
dicho Congreso para trabajar en el ámbito del diálogo social que funcionó en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social durante algunos meses y que se dedicó a la elaboración de la propuesta de este Registro que 
hemos mencionado. 


El Congreso de Intendentes eligió a un delegado que trabajó en este ámbito y que hizo de nexo con el 
Congreso con respecto a los avances de este articulado. 


Por otra parte, quiero señalar que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas participó activamente con la 
presencia, nada más y nada menos, que del Subsecretario de la Cartera en esta comisión de trabajo. | En ese 
ámbito evaluamos el tema del Registro de empresas que lleva el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Quiero decirles, además, que el registro de obras de construcción tiene muchísima más cantidad de 
contenidos, pero tuvimos que optar por aquellos que requerían una sanción a nivel de ley, dejando los 
restantes artículos para el decreto reglamentario. Aclaro que estos artículos fueron consensuados en ese 
ámbito tripartito y multipartito y que van a ser parte del decreto reglamentario de los artículos que los señores 
Diputados ven aquí. 


Con respecto a la aplicación o no de la Ley_N? 15.903, quiero señalar que este Registro crea una nueva 
clausura. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través de la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social, tiene la potestad de proceder a la clausura preventiva cuando existe un riesgo inminente 
para la vida de un trabajador. Esa clausura la dispone un inspector de trabajo en el marco de la Ley_N”* 15.903 
y del Decreto N* 680. El Ministro de Trabajo y Seguridad Social puede sancionar, clausurando a las empresas 
incumplidoras en reiteración de sus incumplimientos, hasta por seis días. En este caso, estamos disponiendo 
una nueva clausura que viene a sumarse a las dos señaladas; es la clausura que corresponde a la empresa que 
no esté inscripta en el Registro de obras de construcción, con lo cual pretendemos tener un impacto 
importante sobre la informalidad de estas obras. Esta nueva clausura que se suma a las anteriores, 
obviamente, consagra también el pago de jornales a los trabajadores que estuvieren involucrados en la 
actividad de esa empresa no inscripta en el Registro de obras de construcción. Por eso se agrega la potestad 
de clausura por el motivo de no estar inscripto en el Registro de obras. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Hay algo en lo que quizás 
no se ha reparado suficientemente; me refiero al artículo 314. En primer lugar, el artículo ratifica lo 
que mencioné respecto a los antecedentes existentes en materia de tripartismo y diálogo en la industria 
de la construcción. Se habla de la Comisión tripartita que será el órgano asesor, etcétera. Esta 
Comisión tripartita existe desde hace mucho tiempo y constituyó una de las herramientas sustanciales 
que posibilitó que llegáramos a esta propuesta. Pido que reparen en ello cuando se trate de 
antecedentes. 


En segundo término, el artículo demuestra un objetivo muy claro: nada más y nada menos que el hecho de 
que el Registro es asesorado por el tripartismo existente en la construcción con respecto a todo lo relacionado 
con la seguridad y la higiene en el trabajo. Quiere decir que no solo se busca la trazabilidad de la obra en 
todos sus aspectos sino que, además, el asesor del Registro es nada más y nada menos que un ámbito 
tripartito que viene actuando desde hace muchos años en esa materia. 


Me parece importante resaltarlo porque como decía al principio no se trata de hacer un Registro, de 
sancionar, de controlar y de recaudar; habrá que hacer todo eso, pero también deberemos tener en cuenta las 
condiciones de trabajo porque, en definitiva, este es uno de los objetivos sustanciales de la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social. 


SEÑOR MACHADO.- Con respecto a esta nueva normativa en materia de clausura quisiera hacer una 
pregunta concreta; aclaro que no estoy adjetivando, porque puedo estar a favor o en contra pero en 
este caso estamos estableciendo normas nuevas y tenemos que conocer su alcance. Queremos saber cuál 
es el plazo de esta clausura; la otra estaba acotada a seis días, ¿esta se establece sin límites? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me parece que la 
respuesta surge del propio artículo: la clausura rige hasta tanto el titular o el contratista principal 
cualquiera de los dos puede actuar cumpla con las obligaciones dispuestas en la presente ley, que son 
todas las que hemos mencionado y no se podrán agregar otras; a lo sumo, el decreto reglamentario 
reglamentará las que se establecieron en la ley, que son claras: planes de seguridad si se trata de 
licitaciones, inscripciones, etcétera. 


Repito: la redacción es clara. Es más: agrega que, en este caso, no es culpa de los trabajadores que haya 
pérdida de salarios. Esta segunda parte complementa la anterior, tratando de que la clausura sea lo más breve 
posible; la cuestión es que si el empresario tiene que estar pagando salarios mientras su empresa está 
clausurada, seguramente se preocupará por solucionar la situación lo antes posible. Es un artículo que 
contiene dos aspectos que están muy relacionados. En ese sentido, la respuesta que podemos dar al señor 
Diputado Machado es muy clara. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que el famoso tema de las autonomías escapa a la sesión del día de hoy. Parto 
de la base de que no vivimos en un Estado federal, como los Estados Unidos, donde cada Estado tiene 
Senado, Cámara de Representantes y hasta Suprema Corte de Justicia. 


Ahora entendí bien: el artículo 319 permite contraponer, cruzar información, de la misma manera que cuando 
aprobamos el artículo del famoso certificado de estar al día con los impuestos municipales permitimos el 
cruzamiento de datos. Creo que esto está bien, pero me parece que el tema escapa a la sesión de hoy. Quizás 
hagamos algunas consultas; yo no soy constitucionalista ni nada que se le parezca. En definitiva, la Mesa va a 
definir cuántos votos se requieren para aprobar este artículo. Lo que aventuro a decir es que, de considerarse 
inconstitucional o lesionante, ni qué hablar de lo que se podrá decir del decreto que prohibe fumar en locales 
públicos, de la ley de tránsito, etcétera. Quizás deberíamos dejar este artículo que creo es positivo tal como 
viene y hacer alguna consulta, porque podría mejorarse la redacción. Creo que no habría inconvenientes en 
ese sentido. 


SEÑOR GANDINL.- Voy a hacer algunas preguntas para ver si puedo entenderlos bien. 


Me queda claro cuáles son las obligaciones que surgen de la inscripción en este Registro cuando se trata de 
una gran obra, pero quiero saber qué pasa con cualquier pequeña obra hecha por un particular en su 
domicilio, si implica más de treinta jornales. Por ejemplo, si alguien contrata a un albañil para hacer un muro 
perimetral en su domicilio, ¿requiere el permiso de construcción que debe tramitarse ante la Intendencia 
respectiva y también la inscripción en este Registro de Obras? El Registro es nacional; entonces, si la obra 
que mencioné anteriormente la emprende un ciudadano de Tacuarembó, debe inscribirla en la dependencia de 
la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social de ese departamento, y si está en otra ciudad del 
interior deberá hacer el trámite allí. 


Por otra parte, en el artículo 312 la obligación está difusa, porque establece: "La obligación de inscripción en 
este Registro le corresponde al titular de los derechos reales de la obra o al contratista principal". La omisión 


de inscribir tiene consecuencias sancionatorias muy importantes: se clausura la obra. No me queda claro si 
esta doble posibilidad obligatoria que no establece exactamente quién es el obligado no genera una suerte de 
confusión, de problema eventual o de incerteza jurídica. 


Por otra parte, hace un momento se nos reconocía que los funcionarios administrativos de la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social tienen una sobrecarga de trabajo y que el hecho de que tuvieran 
que enfrentar con la misma cantidad de recursos humanos, con dedicación exclusiva y la mayor cantidad de 
inspectores, generaba una brecha. Pero por lo visto aquí se les encarga una nueva tarea a esos funcionarios 
administrativos, que es la de llevar el Registro, es decir, toda la parte administrativa que esto implica. 
Supongo que la inspección de esas obras estará en manos de los inspectores así como lo que tiene que ver con 
actuar frente a las denuncias y contravenciones, pero lo que es el esquema burocrático de este Registro y su 
seguimiento parece estar a cargo de los mismos funcionarios que hace unos instantes ya reconocíamos que 
estaban sobrecargados con la tarea que ya tenían. Pregunto si esto no será un problema para este Registro e, 
inclusive, para la tarea principal y central, que es la de las inspecciones de trabajo. 


SEÑOR ASTI.- Volviendo al tema de la constitucionalidad, creo que la Constitución es muy clara 
cuando establece que solamente la ley puede ordenar a las personas físicas o jurídicas lo que se debe 
realizar. No excluye a ningún organismo público de las obligaciones legales que establezca una ley que 
apruebe el Parlamento nacional. 


Nosotros no estamos introduciéndonos en ninguno de los aspectos de administración de las Intendencias. Se 
está estableciendo una obligación y una facultad el artículo 319 da la facultad de consultar al Registro que es 
común a cualquier organismo público. Lo que aclaraba el señor Ministro Interino es que resulta conveniente 
que esto figure a texto expreso dado que las Intendencias Municipales son las titulares del derecho de otorgar 
los permisos de construcción. Por lo tanto, es indispensable que estén incluidas a texto expreso en esta 
obligación porque, como en el caso de cualquier otra, la ley puede otorgar o mandar dentro de los límites de 
la Constitución a que personas físicas o jurídicas, públicas o estatales realicen determinada actividad en 
beneficio del interés general. 


Reitero que en este caso el artículo habla de una obligación y también de una facultad, que es la de recurrir a 
los datos que brinda este Registro. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una reflexión sobre el artículo 319. 


Las Intendencias Municipales están obligadas por este artículo a informar acerca de las inscripciones que 
hayan recabado durante ese mes. ¿Qué sanción tienen en caso de que no lo hagan? Ninguna, porque no la 
pueden tener. Entonces, en vez de hablar de "obligar", habría que establecer que "informarán" acerca de las 
construcciones. Como no hay ninguna sanción, no se está obligando a nada. Y de esta forma terminamos con 
el tema de si se lesiona o no la autonomía municipal. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que son cuatro los 
aspectos sobre los que se formularon preguntas. 


El hecho de que el artículo establezca que la obligación de inscripción corresponde al titular de los derechos 
reales de la obra o al contratista principal tiene una vigencia de por lo menos veinte años. En tal sentido, cabe 
mencionar la Ley N* 13.892 de 1971 ahí arranca el tema y la Ley N* 14.411 de 1975. Esto originó muchos 
problemas en la historia de la industria de la construcción y fuertes reivindicaciones salariales. ¿Qué 
establecían estas normas? Que como consecuencia del aporte unificado de la construcción, el obligado al 
principio, en la ley de 1971 era el titular de la obra, el titular del derecho real. Como ocasionó muchos 
problemas, en la Ley N? 14.411 esto se modificó y se dio la posibilidad de que también las empresas 
contratistas principales inscribieran la obra. Por lo tanto, esta primera parte no nos preocupa porque responde 
a la historia de lo que es la inscripción de las obras de construcción, y esto lo estaría ratificando. 


La segunda pregunta que se nos hace es qué pasa con las obras menores a treinta jornales. Mi interpretación 
es que si yo estoy afirmando que hay que inscribir las obras de treinta jornales o más, estoy diciendo 
implícitamente que de treinta jornales o menos, no tengo obligación de inscribirlas. Esto está relacionado con 
un proyecto que está en el Parlamento. No estoy haciendo reproches porque sería absolutamente fuera de 


lugar, pero hace muchos meses que hay un proyecto en el Parlamento que precisamente trata lo relativo a las 
obras y pone como tope los treinta jornales. No quiero decir cosas inoportunas, pero cuando se pensó esto, 
también se tuvo en cuenta el proyecto radicado en el Parlamento desde hace varios meses. 


SEÑOR GANDINI.- Agradezco esta aclaración, pero yo me refería a que esto requiere de una 
estructura nacional. Un ciudadano que vive en una localidad del interior está obligado a inscribir una 
obra en su domicilio, que a lo mejor lleva más de treinta días, aunque no deja de ser pequeña, y 
requiere de un acto administrativo para el cual el Ministerio debe contar con la infraestructura 
apropiada. Yo preguntaba si existe esa infraestructura. Supongo que en las capitales departamentales 
está la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, que eso sucede en todo el país, pero 
quería que se aclarara. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es muy lógica su 
reflexión y su preocupación. Precisamente estamos creando quince o veinte cargos en la Dirección 
Nacional de Coordinación en el Interior para reforzar la estructura existente, dentro de lo cual está el 
tema del Registro. Es decir que existe una infraestructura, pero debe ser reforzada por las carencias 
que hay en el interior a las que hicimos mención y que explican algunas de las creaciones que estamos 
proponiendo a través de este proyecto de Rendición de Cuentas. 


En cuanto a los funcionarios, creo que este es un tema que ya analizamos. Nosotros reconocimos que había 
una importante brecha y que en el futuro habrá que buscar soluciones. Puede ser como dice el señor Diputado 
la vida dirá si es así, pero ratifico lo que habíamos dicho respecto del tema. 


Con respecto a lo manifestado por la señora Diputada Peña Hernández, no me parece que esto esté tan fuera 
de lugar. Estoy dando una opinión de momento; quizás una reflexión más profunda podría llevarme a otra 
conclusión. En una reacción inmediata, me parece que el término "informarán" de alguna manera está 
diciendo que hay una obligación. De lo contrario, podría utilizarse otro verbo o plasmar "podrán informar". 
Reitero que me parece que "informarán" tiene su obligatoriedad. Si esto no disminuyera la obligación y 
contribuyera a solucionar algún tema, no tendríamos demasiado problema. Insisto en que esta es una reacción 
inmediata. Me parece que esto es atinado siempre y cuando quede clara como el verbo en forma imperativa 
lo está demostrando la posibilidad de que se informe. Para el éxito y la efectividad del Registro no se 
admitiría razonablemente que esto quedara al libre criterio de la Intendencia, según como sea en ese 
momento su relacionamiento con el Registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Terminamos con la consideración del articulado, pero se van a formular 
preguntas sobre otros temas que tienen que ver con la Rendición de Cuentas y con lo que sucede en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a raíz de lo planteado por delegaciones que recibimos el 
viernes pasado. 


SEÑOR GANDINI.- Justamente, el viernes pasado recibimos en la Comisión a una delegación de 
Asesores de Negociación Colectiva Agremiados del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quienes 
vinieron a plantear algunas reivindicaciones que, por supuesto, el señor Ministro debe de conocer. 
Como el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo no contiene ninguna previsión, queremos preguntar 
al señor Ministro qué posibilidad hay, en el presente o en el futuro, de atender las reivindicaciones que 
estos profesionales plantean respecto a un reconocimiento salarial mayor del que tienen hoy, dada la 
dedicación que prestan a la tarea. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que todo esto forma 
parte de lo que hemos venido hablando. Ustedes recordarán que cuando se recibe la infraestructura 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no teníamos abogados. En su momento, hubo que hacer 
un llamado a treinta y cinco abogados, creo que menores de 25 años. Las carencias de infraestructura 
originaban consecuencias en la actividad de los negociadores en este caso. 


Con lo que voy a decir a continuación no quiero expresar una visión contraria a la del señor Diputado 
Gandini, porque no es esa la intención ni el pensamiento. En general, la dedicación es de cuatro horas, 
aunque puede haber excepciones; no estoy diciendo lo contrario. Por lo tanto, las inequidades salariales que 
puede haber, más este tema de la exclusividad que ha originado o profundizado algunas brechas, no solo es 


aplicable a la situación de los funcionarios administrativos de la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social, sino también a los mediadores de los Consejos de Salarios. 


Nosotros reafirmamos lo que hemos expresado respecto a las brechas, tema que habrá que analizar para 
buscarle solución, si es que la hay, pero como decíamos con la progresividad del caso. No creo que hoy 
podamos atender este tipo de aspectos. Al respecto, viene bien informar que el día viernes se va a instalar en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social un ámbito conformado por los tres sindicatos reconocidos. Hay 
otras reivindicaciones que no están canalizadas a través de esos tres sindicatos; son las reivindicaciones 
colectivas en el sentido de que comprenden a muchos o a varios funcionarios, pero que al menos hasta ahora 
no se han formalizado a través de las organizaciones que corresponde, salvo el caso de los mediadores que en 
estos días han presentado una nota y creo que mañana van a ser recibidos por mí para analizar el tema. En 
líneas generales, la respuesta es la misma que hemos expresado al inicio respecto a las brechas o diferencias. 
Habrá que pensar cómo solucionarlas, si es que hay solución. Esto también forma parte de lo primero que 
dije en la introducción: en el 2005 se detectaron 107 formas diversas de vinculación a la función pública. Eso 
también forma parte de ese caos que existía en materia de remuneraciones salariales. 


SEÑOR MUJICA.- Voy a referirme al mismo tema, en función de lo dicho por la delegación de 
Asesores de Negociación Colectiva Agremiados, ANECA. 


Nos manifestaron que, dado que se habrían retirado a sus respectivos organismos de origen algunos de los 
funcionarios que inicialmente estaban desempeñando esa tarea, ahora habrían quedado menos. 
Concretamente, expresaron una reivindicación a través de una compensación especial que están reclamando 
del entorno de las cinco BPC. Nosotros nos comprometimos a plantear esa inquietud al Ministerio cuando 
estuviera presente. De alguna forma, el señor Ministro manifestó que iba a haber una negociación, pero 
quiero saber si se ha pensado avanzar algo respecto a este subgrupo en particular. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Ratifico lo que vine 
diciendo respecto a las brechas, a las diferencias y a la desorganización existente desde hace muchos 
años, por lo menos desde la famosa ley de prohibición de ingreso a la función pública, que fue la que 
originó muchas de las diversas formas de vinculación. Por lo tanto, ratifico eso. 


Por otra parte, la reivindicación de las cinco BPC por supuesto que la conocemos. Observen si habrá 
inequidades y falta de sistematización muchas veces: si se otorgaran las cinco BPC a los mediadores de los 
Consejos de Salarios, ganarían más que el Director Nacional de Trabajo o, por lo menos, tendrían similares 
remuneraciones. 


SEÑOR SAUVAL.- No estuve presente el viernes cuando concurrió la delegación, pero leí la versión 
taquigráfica y también el material que dejó. Además del tema salarial, es sumamente preocupante lo 
que se refiere a las condiciones de trabajo. Ignoro si esto es así, si la situación es tan terrible como 
manifiestan. Quiero consultar si el salón o el lugar de trabajo tiene realmente esas características, si 
está habilitado, si tiene la autorización de bomberos, como cualquier lugar en el que trabaja muchas 
horas una cantidad de gente. SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL.- Es cierto lo de las condiciones de trabajo, pero a ello luego se va a referir el Director 
General. Quiero informar que esto forma parte de un Ministerio heredado, que era la Cenicienta 
presupuestal, como generalmente lo es esta Cartera. Había carencia de abogados, pero se pudo hacer 
un llamado gracias a la ayuda de organismos internacionales. Cuando se creó la Dirección Nacional de 
Seguridad Social no había funcionarios y con ayuda de organismos internacionales pudimos costear 
algunas funciones. 


Asimismo, son elocuentes las carencias estructurales de los edificios o de los inmuebles del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; cualquiera que vaya a su sede lo puede advertir: es un edificio que no invita a ir, 
tiene un ascensor que no invita a subir, ya que es un montacargas. Podría contar anécdotas al respecto con el 
Embajador de Estados Unidos. Todas son carencias. Lo mismo ocurre en el INDA o en otros edificios que 
hoy no están en funcionamiento, precisamente, por esas carencias estructurales, que vienen de muchísimo 
tiempo atrás. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Los señores Diputados conocen tanto como yo esta historia: el edificio del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social era una fábrica, y de ahí la existencia del montacargas. 


El INDA, en la calle Uruguay, tristemente quemado, quedó con la infraestructura de la ex ANSE, en la zona 
del Neptuno, a la cual los pobres no llegan, y por eso, quizás, los índices dan menos cantidad de pobreza. 
También quedó con el depósito de la ex Subsistencias, luego transformada en INA; o sea que no solo 
quedaron US$ 6:000.000 de pérdida, sino que quedó derruida totalmente la infraestructura que la democracia 
había montado en su momento. 


La sede del Consejo de Salarios está en 25 de Mayo, que lo fue del ex Consejo Nacional de Subsistencias, ex 
Subsistencias, ex Dirección Nacional de Comercio, y también está derruido. Allí se encuentra ahora el Área 
de Defensa del Consumidor, que se va a mudar aproximadamente en dos meses, dándonos la posibilidad de 
reconstruir un edificio que hoy sufre molestias por el desarrollo de una obra que se está haciendo al costado; 
se hará la mudanza para que los Consejos de Salarios no tengan que funcionar en medio de los ruidos de una 
obra importante dentro de la Ciudad Vieja. 


La problemática que plantean los negociadores nace con la tristeza por una situación de enfermedad, que no 
necesariamente responde ni está probado que fuera producto del ámbito laboral, si bien es cierto que este 
tiene defectos que hoy se están corrigiendo mediante la colocación de equipos de aire acondicionado, 
ionizadores y mobiliario acorde a las tareas que allí se desarrollan. 


El área para la realización de los Consejos fue definida con salas en las que se estimaba podían participar 
entre doce y dieciséis delegados de todas las partes; no estaban pensadas para hacer reuniones de treinta 
personas. Esta problemática debe ser controlada y regulada, y en los casos en que sea necesario se buscarán 
nuevos lugares. 


Actualmente se está trabajando en el tema de la ventilación y en el de la electricidad. Hay algunos elementos 
que hacen a un informe de inspección que solicitó ANECA; en tal sentido, no tuvimos problema en parar esa 
inspección, ya que nosotros también podemos entrar en contradicciones. En estos momentos se está 
trabajando en todo eso y algunas cosas ya están resueltas. Lo que ANECA plantea es una serie de problemas, 
muchos de los cuales están resueltos, algunos no bien resueltos, porque los señores Diputados saben que 
estamos con problemas energéticos, así que de poco sirve poner aire acondicionado si no lo podemos hacer 
funcionar. Lo que pasa es que a veces la vida es más caprichosa que nuestras buenas intenciones. 


ANECA es una organización joven, impetuosa, que nace a la luz del crecimiento del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, ya que antes no existían los Consejos de Salarios y, por lo tanto, ninguno de los 
funcionarios que hoy trabajan en ese ámbito. Es verdad que cierta cantidad de funcionarios volvió a sus 
organismos de origen, como el BPS, pero también es cierto que los otros estaban en un proceso de 
aprendizaje de la negociación colectiva, que es algo nuevo. Evidentemente, dos años en la historia del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en términos institucionales, es un plazo corto pero de intensa 
actividad; tal vez no se pueda hablar en forma cuantitativa pero sí cualitativa. Esto está en proceso de 
pensarse en términos de lo que se plantea como reestructura del Estado. El fenómeno tendrá que atacar a 
todas las unidades existentes; ninguna de ellas hoy es igual a lo que era hace tres años: ni la Inspección, ni la 
DINACOIN, con el proceso de descentralización, ni la DINAE, con los problemas de los proyectos de 
empleo objetivo, ni el INDA, en su transformación hacia un instituto de alimentación orientador de las 
políticas alimentarias, dejando de ser el almacén de los pobres. Todo esto va a implicar nuevos recursos, pero 
hay que ver que no todos caigan en un solo esquema, sino en un proceso que tenemos que plantear; y hoy lo 
que hemos podido desarrollar son las creaciones que los señores Diputados tienen presentes en esta 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MACHADO.- Realmente nos resulta paradójico que quienes tienen que actuar mediando en 
los conflictos estén en conflicto con su patrón, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y exigiendo 
una cantidad de cosas. Resulta paradójico porque el Ministerio es, precisamente, el encargado de velar 
por las condiciones y el ambiente de trabajo en el cual la gente desarrolla sus actividades. Inclusive, allí 
se abre la instancia de la clausura definitiva, por ejemplo de obras y de proyectos, y la gente en el 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está trabajando en condiciones que no son de recibo; 
ni siquiera cuentan con la autorización de Bomberos. Realmente esto nos parece bastante grave. 
116:22:20| No vemos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la actitud que hemos constatado en 


otros Incisos u otros organismos que plantean la posibilidad de contar con los recursos para alquilar 
locales en condiciones adecuadas para el desarrollo de la tarea. Hemos visto con muy buenos ojos, por 
ejemplo, el planteo del INE, que solicita más o menos US$ 10.000 para un nuevo local, aunque parece 
un poco abultado. ¿Por qué el Ministerio no plantea algo similar? Personalmente, lo veríamos con muy 
buenos ojos. 


Era el comentario que queríamos hacer. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero que la delegación me diga si es fidedigna la información que 
tenemos acerca de estos funcionarios. Los 35 mediadores son todos profesionales; ganan 
aproximadamente $ 15.000 líquidos; cumplen con cuatro horas de trabajo efectivo y están dos horas 
diarias a la orden; en caso de tener que trasladarse al interior no cobran horas extra; no se les 
computan las horas que trabajan de más, como para compensarlas otros días; y el aumento de la carga 
horaria en las épocas de negociación es bastante mayor. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, quizás 
la diferencia que existe entre lo que está haciendo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y lo que 
sucede comúnmente cuando se detectan condiciones inadecuadas, es que esta Cartera en este momento 
está arreglando la situación, como bien se decía. Sería paradójico que el Ministerio no procediera; por 
eso lo está haciendo. 


En segundo término, vuelvo a decir ya lo dijo el Director General que si durante quince años no se convocan 
los Consejos de Salarios y por decisiones que yo no vengo a atacar ni a defender; simplemente constato un 
hecho es natural que se llegue a la conclusión de que no se necesita un local. Ahora bien, si viene otra 
Administración y dentro de sus políticas no entro a juzgar su mérito entiende que deben ser convocados, es 
casi natural que se produzcan estas consecuencias, pero con la diferencia de que la situación se está 
arreglando y no ignorando, como bien lo decía el Director General. 


Respecto al alquiler o compra que planteaba el señor Diputado Machado, ojalá pudiéramos comprar, pero no 
es tan fácil. Quizás, si nos propusiéramos comprar igualmente no estaríamos liberados de tener que actuar en 
los lugares con los que hoy cuenta el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque todo proceso tiene su 
demora. Insisto: acá lo que juega es que se está arreglando la situación, no se está ignorando ni mucho 
menos. 


Respecto al planteo de la señora Diputada Peña Hernández sobre las horas extra, en general estos 
funcionarios no van al interior, porque las negociaciones de los Consejos de Salarios se hacen en 
Montevideo, aunque también las hay en el interior y eso constituyó un muy buen logro. Yo tuve el orgullo de 
inaugurar en el 2005 los Consejos de Salarios en el interior; fue en Paysandú. No obstante, reitero que, en 
general, no se hacen, por lo que los mediadores no van al interior. 


Por otra parte, trabajan seis meses con un horario de veinte horas semanales. Me acota el Director General 
porque olvidé mencionarlo que si van al interior cobran viáticos. Además, como se hacen pocas horas extra, 


cuando ello ocurre, se compensan. 


Estas son las respuestas a los planteos de los señores Diputados. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que el planteo del señor Diputado tiene que ver con la Rendición de 
Cuentas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que está dentro del tema por dos razones: en primer lugar, se 
trata de un área importante del Inciso que estamos estudiando y, en segundo término, uno de los 
artículos que analizamos más temprano se vincula con este asunto. 


Creo que la gran ausente ha sido la Junta Nacional de Empleo. Teníamos algunas expectativas de que la 
Rendición de Cuentas contuviera alguna solución en lo que tiene que ver con la reestructuración de este 


organismo. Nos consta que el Ministerio está trabajando en ese sentido pero, lamentablemente, de un tiempo 
a esta parte, por lo menos de acuerdo a la última versión que recogimos en el ámbito de otra Comisión 
parlamentaria, esto se encuentra en una situación de cierta parálisis. A tal punto que, según tengo entendido, 
inclusive los cursos de capacitación se encuentran suspendidos, supuestamente con la excusa o la explicación 
de que reitero se estaría en un proceso de reformulación que abarcaría la propia revisión de la actual 
conducción de la Junta, la integración de su directiva, etcétera. En esta Rendición de Cuentas se crean dos 
cargos para la Dirección Nacional de Empleo. No pretendo reabrir la discusión pero, sin ánimo de alargar 
esta sesión, me parece importante escuchar la palabra del señor Ministro Interino con respecto a este asunto, 
por lo menos para saber a qué atenernos desde el punto de vista de los tiempos. Todos sabemos y creo que en 
eso hemos coincidido y seguiremos estando de acuerdo que la Junta Nacional de Empleo implica un 
instrumento muy importante en lo que tiene que ver con las políticas de empleo; sin duda es un aspecto 
esencial en el ámbito de la competencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Como nada ha venido, 
salvo reitero la consagración de dos cargos establecida en el artículo 300, que se han intentado justificar 
desde el punto de vista de la descentralización y lo tomo por bueno, queríamos dejar constancia de nuestra 
preocupación con respecto a un sector cuya definición o redefinición me parece que a esta altura ha sido 
prolongada largamente. 


Este era el aspecto que queríamos introducir en la discusión, sin ánimo de dilatar esta sesión. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, la 
discusión respecto a la JUNAE 


y al Instituto Nacional de Empleo está en las etapas finales del proceso. Y esta no es una respuesta evasiva, 
sino que se explica muy claramente con lo que es la característica de las políticas del sistema de relaciones 
laborales del país. Si este sistema contribuye al empleo y tiene diálogo, en definitiva, contribuye a la 
gobernabilidad democrática, y creemos que estamos aportando a ello cuando discutimos con los actores 
sociales sobre la institucionalidad del futuro Instituto Nacional de Empleo. Hubiera sido muy fácil mandar un 
proyecto de ley por el que se eliminara a la JUNAE y se creara un instituto; estaríamos todos diciendo: "¡Qué 
bien!"”. Pero esa no es la política del Ministerio. Por lo tanto, a pesar de las demoras que sean necesarias para 
acordar un aspecto tan sustancial como es el Instituto Nacional de Empleo y su relación con las políticas de 
empleo, esto lo vamos a seguir procesando en un ámbito tripartito, en la medida de lo posible. 


En segundo término, no hay una parálisis, porque si ustedes observan, hace unos días y esto se relaciona con 
los dos cargos de coordinadores que se crean se lanzó el objetivo "empleo" en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, que tiene mucho que ver con la tarea que hacen los Centros Públicos de Empleo. De ahí 
que yo haya justificado esto cuando hace un rato mencioné la creación de los dos cargos de coordinadores 
regionales. Además, esto está en armonía o en coordinación con el Plan de Equidad que lleva adelante el 
Ministerio de Desarrollo Social. 


Por lo tanto, es cierto que en esta Rendición de Cuentas no se han contemplado aspectos que tienen que ver 
con la futura institucionalidad; esa es la primera precisión. |16:16:58| Segunda precisión: está en proceso de 
discusión. Tercera precisión: está en proceso de discusión de acuerdo con las características que este 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha delineado en cuanto al sistema de relaciones laborales basado en 
el diálogo, lo que, en definitiva, favorece la gobernabilidad democrática, pero no significa y ese es otro 
elemento que hay que explicar muy claramente que en algún momento no se vaya a tomar alguna decisión, 
ya que estamos lo hemos repetido infinidad de veces en un Gobierno y no en un cogobierno. También es 
cierto que en materia de normas laborales y de seguridad social, en la medida de lo posible, cuando las 
normas son consensuadas implican mucha más facilidad en su aplicación. En ese diálogo tripartido es que 
estamos para tratar de dar fin a este tema cuando consideremos que los tiempos sean los oportunos para ello. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera hacer una aclaración tomando por buenas las explicaciones 
del doctor Bruni. Me queda clara la situación desde el punto de vista de la reformulación institucional. 


En opinión del doctor Bruni no hay parálisis y, por lo tanto, no hay inactividad, de manera que las funciones 
y las finalidades de la JUNAE es presumible que se siguen cumpliendo. En ese sentido, la pregunta concreta 
refiere porque quizás hay un problema de comunicación a cuál es la situación en lo que tiene que ver, 
fundamentalmente, con los cursos de capacitación o reorientación laboral, que sabemos es una de las 


finalidades fundamentales que la JUNAE ha cumplido y para lo que fue concebida, entre otras cosas. Hace 
tiempo el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por lo menos es la última versión que yo recuerdo 
argumentó que la suspensión de los cursos o de buena parte de ellos obedecía a que también en lo que tiene 
que ver con su definición se estaba en proceso de evaluación o reformulación. Entonces, es una pregunta 
concreta que me parece bueno que sea evacuada, a los efectos de medir claramente qué se entiende por no 
estar en situación de parálisis y, en cambio, estar en una situación de normalidad, sin perjuicio de que se está 
camino a una nueva reorganización institucional. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Retomo mi palabra con 
la oración final del señor Diputado Pablo Abdala. Efectivamente, se está en un proceso de reevaluación 
respecto a toda la temática. 


En primer lugar, si nos encontramos en un proceso de reevaluación es porque estamos evaluando toda la 
situación. No hace mucho tiempo solo hace algunos años se hacían cursos que no tenían aplicación práctica. 
Se pensaba en determinadas actividades y se hacía un curso, pero no se pensaba qué aplicación podía tener 
esa actividad en la realidad práctica del país. Era notorio que se realizaban cursos que no tenían ninguna 
trascendencia práctica. Esto, entre otros motivos, es lo que fundamenta toda la reevaluación a la cual el señor 
Diputado hace mención y que está analizándose, porque hablar del Uruguay productivo implica un proceso 
de análisis para implementarlo de acuerdo con las características del país. 


Me remonto a no mucho tiempo atrás. Lo que está pasando hoy respecto a las características positivas que 
tiene este país en materia de innovación tecnológica y cultura del conocimiento era impensable hace cinco, 
seis O siete años atrás o, por lo menos, no se instrumentaban líneas políticas ni medidas para ello. Forma parte 
de esa evaluación que está haciendo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social reformular la formación 
permanente porque, entre otras cosas, si siguen bajando las tasas de desempleo y crece el empleo nos 
podemos encontrar con carencia de personal capacitado para las nuevas tareas y actividades que el país está 
en condiciones de encarar en el futuro. Repito: no en vano se hizo el Foro de Innovación Tecnológica para las 
Américas el 31 de marzo de este año. Esto habría que tenerlo muy en cuenta porque, de alguna manera, nos 
pone ante un desafío de futuro que, felizmente, Uruguay está en condiciones de encarar. Se está en ese 
proceso reevaluatorio; una parte tiene que ver con las políticas de formación, otra con la creación del nuevo 
instituto de empleo y otra con lo que se está haciendo, que es a lo que quiero remitirme. Cuando yo planteo el 
Objetivo Empleo y algunas tareas que se están haciendo en el interior respecto a formación, es indudable que 
se están haciendo cosas con una nueva óptica, con políticas que están en proceso y que de ninguna manera 
significan parálisis ni mucho menos. Esa es la explicación que podemos dar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro Interino y la de todos sus 
asesores. Todo lo que hemos conversado ha sido muy importante y quedará en la versión taquigráfica 
que, sin duda, será un instrumento para resolver los distintos artículos que tiene la Rendición de 
Cuentas. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 17. 
(Es la hora 16 y 21) | 


| 
(Es la hora 17 y 11) 


Continúa la sesión. 


Tenemos el agrado de recibir a las autoridades del Ministerio de Desarrollo Social, Inciso 15, para 
analizar los artículos 353 al 360 de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del 
Ejercicio 2007. 


La delegación está compuesta por la señora Ministra interina de Desarrollo Social, profesora Ana Olivera, el 
contador Raúl Assandri, la Directora General de Secretaría, señora Selva Brasselli, la Directora de Asistencia 
Crítica, señora Berta Sanseverino, el Director de Políticas Sociales, señor Christian Mirza, la Directora de 
Desarrollo Ciudadano, señora Mariela Mazzotti y los asesores, señora Natalia Rodríguez y señor Alex 
Hobbins. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Como es de público conocimiento, la 
señora Ministra se encuentra en viaje oficial, integrando la delegación junto al señor Presidente de la 
República, que en este momento está en Panamá. 


Más allá de referirnos al articulado, queremos hacer algunos señalamientos respecto a la Rendición de 
Cuentas del año 2007. Como es sabido, durante este año y el anterior, nuestro Ministerio ha planteado en 
diferentes Comisiones los resultados del Plan Nacional de Atención a la Emergencia Social, que culminara en 
diciembre de 2007. En tal sentido, queremos señalar como lo hemos hecho en reiteradas oportunidades que, 
tal cual fuera votado en el Parlamento, a nuestro Ministerio se le asignaron dos tareas simultáneas: una 
coyuntural y otra de largo aliento. Esta última es la construcción del Ministerio de Desarrollo Social, algo 
que está íntimamente vinculado con el articulado que presentamos. Por otra parte, como una tarea coyuntural, 
se le planteó desarrollar el Plan de Emergencia. 


Como habrán visto en los números presentados, queremos hacer la precisión de que, desde el punto de vista 
de los rubros asignados, se ha cumplido un 97% del Plan de Emergencia. En realidad, hubo un cumplimiento 
del 100% y un ajuste que implicó la incorporación de nuevos recursos. Los rubros asignados en 2005 que no 
fueron ejecutados, según una resolución de la Rendición de Cuentas, pasaron a la ejecución del año 2007, al 
igual que los que no se ejecutaron en 2006. 


Como hemos dicho reiteradamente, llevamos adelante el Plan de Emergencia, en función de lo que nos 
habíamos comprometido con la ciudadanía, con sus siete componentes. Sin embargo, en la medida en que 
fuimos desplegando la actividad en el territorio y visitando uno a uno los 189.000 hogares, también 
incorporamos nuevas tareas según las necesidades. Por lo tanto, requerimos un complemento que fue 
asignado en su momento. 


Recientemente visitamos la Comisión Especial de Población y Desarrollo y hablamos ampliamente de los 
resultados y de aspectos cualitativos del Plan de Emergencia; presentamos no solo las cifras sino el desarrollo 
de los programas en concreto. Siempre decimos que tuvimos dos problemas. Durante el primer año, el 
Ministerio de Desarrollo Social en el imaginario colectivo era solamente el Plan de Emergencia. Sin 
embargo, durante mucho tiempo creo que hasta fines del año pasado el Plan de Emergencia también para 
muchos se reducía a algo que nunca fue: una mera transferencia monetaria del ingreso ciudadano. De alguna 
forma era más invisible no para la población que fue protagonista del Plan el conjunto de los componentes 
que desplegó el Plan de Emergencia en todo el territorio. |17:23:12| Ya hemos comparecido varias veces para 
hablar de esto pero, insisto en que este Plan culminó en diciembre del año pasado. Digo esto porque a veces 
se nos hacen preguntas como si este Plan aún existiera, pero ya terminó. Precisamente, en la creación del 
Ministerio de Desarrollo Social, el rol fundamental que se le asignó fue la articulación de las políticas 
sociales. Por eso durante más de un año debatimos un plan, que no es del Ministerio de Desarrollo Social 
sino de todo el Gobierno: el Plan de Equidad. 


El segundo aspecto lo quiero señalar porque está relacionado con nuestro planteo para este año y para el año 
2009 es cómo gastamos a nivel del Ministerio. Desde el punto de vista de los recursos humanos, tuvimos una 
ejecución de solamente el 50% y en gastos de funcionamiento del 100% porque, entre otras cosas, la 
estructura del Ministerio fue aprobada en el Parlamento el 28 de octubre del año que pasó. Eso determinó 
como la señora Ministra Arismendi lo señalara en la Rendición de Cuentas pasada que la mayor parte del 
trabajo del Ministerio se desarrollara a partir de los gastos de funcionamiento, a través de convenios con 
diferentes organizaciones sociales, con agremiaciones. Y esta tarea se vio reflejada en los gastos de 
funcionamiento y no en los recursos humanos. 


Con relación al presupuesto 2008-2009, nos hemos planteado con muchísima fuerza eso se refleja en el 
articulado que empezaremos a detallar la voluntad del proceso de institucionalización del Ministerio de 
Desarrollo Social como un elemento central. Este no es un Ministerio creado en una coyuntura. La aspiración 
de que existiera un órgano articulador, rector de las políticas sociales fue expresada, inclusive en el Período 
pasado, durante los momentos más difíciles que vivimos, en los años 2002 y 2003, como un elemento 
fundamental frente a la fragmentación de las políticas sociales en diferentes organismos. Por lo tanto, la 
necesidad de la existencia del Ministerio estaba ampliamente fundamentada. 


A fines del año 2005 presentamos el proyecto de estructura del Ministerio, que fue aprobado a fines del año 
pasado, cuando obviamente estábamos en un proceso en el que ya esa estructura era una fotografía de lo que 


proyectamos en aquel momento. Por eso es necesario un ajuste, que también está planteado en la Rendición 
de Cuentas, en función de las perspectivas de desarrollo que se le asignan al Ministerio y que este ha 
asumido, en la medida en que hay una cada vez mayor relación interinstitucional con el Consejo Nacional 
Coordinador de Políticas Sociales y sus Comisiones de trabajo que, en definitiva, fueron las que elaboraron el 
Plan de Equidad. 


Estos son los artículos más importantes. En nuestro presupuesto también están expresadas las medidas del 
Plan de Equidad que se ejecutan desde el Ministerio de Desarrollo Social, aunque no son todas las medidas, 
no son todos los programas, no son todas las políticas que están planteadas en el Plan de Equidad. 


No voy a detenerme en todos los artículos porque algunos son muy obvios; solo consideraré aquellos en los 
que entendemos necesario argumentar. Luego de presentado el articulado, hemos mantenido conversaciones 
con la Oficina Nacional de Servicio Civil acerca de la necesidad de introducir algunas pequeñas 
modificaciones que, si se nos permite, dejaremos a consideración aquí. Uno de ellos es el artículo 354, que 
establece: "Créase en el Inciso 15 'Ministerio de Desarrollo Social", Programa 001 'Administración General", 
Unidad Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría", la Unidad de Seguimiento de los Programas del Plan 
de Equidad. Esta Unidad tendrá por objeto la realización del trabajo de campo necesario para la 
implementación de programas sociales de dicho Plan o los que resulten de convenios del Ministerio de 
Desarrollo Social con otras instituciones del Estado". Aquí hay una serie de precisiones, porque hay una 
modificación en la designación de esta Unidad de Seguimiento.. (Ingresan a Sala el economista Jorge 
Campanella, Jefe de Programa Infamilia y el sociólogo Julio Bango, Director del Programa Infamilia) 


Nos planteamos modificar este artículo estableciendo: '"Créase en el Inciso 15 'Ministerio de 
Desarrollo Social", Programa 001 'Administración General", Unidad Ejecutora 001 'Dirección General 
de Secretaría", la Unidad de Seguimiento de Programas, que tendrá por objeto: 1) Desarrollar el 
trabajo de campo necesario para el seguimiento e implementación de los programas que el Ministerio 
de Desarrollo Social defina implementar por sus propios medios o producto de convenios con otras 
instituciones. 2) Colaborar en la construcción, recolección y procesamiento de información para la 
evaluación de programas. 3) Realizar estudios de la realidad socioeconómica de interés para la 
elaboración de programas sociales". 


Esta es la modificación que dejamos a consideración de los señores Diputados. 


En el artículo 355 hay un incremento en el Inciso 15 de diferentes programas. Obviamente, no tenemos 
ninguna modificación para realizar en este artículo, aunque queremos hacer algunos señalamientos, que no 
son nada menores, respecto a por qué hay incrementos para este y para el año que viene. Allí se plantea: 
"Increméntase en el Inciso 15 'Ministerio de Desarrollo Social', Programa 001 'Administración General", 
Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría', el crédito para la Red de Protección Social del 'Plan 
de Equidad' en $ 86:306.728 [...] para el Ejercicio 2008 y en $ 150:157.633 [...] para el Ejercicio 2009, de 
acuerdo al siguiente detalle: [...]". Aquí hay dos programas, Asistencia a la Vejez y Trabajo Protegido, que 
ven incrementados sus rubros. 


Respecto al programa Asistencia a la Vejez, el incremento para el 2009 se explica por sí mismo: es el ajuste 
de la misma cantidad de personas a lo previsto para ese año. Para el 2008 hicimos un acuerdo con el 
Ministerio de Economía y Finanzas en virtud de que la previsión inicial en debate en el Plan de Equidad se 
realizó en función de los datos estadísticos, que eran bastante cercanos a la realidad. En este programa se 
incluyó a dos mil personas, entre sesenta y cinco y setenta años de edad, que estaban en extrema pobreza. 


Los datos de hoy nos indican que son dos mil trescientas personas las estadísticas son bastante cercanas a la 
realidad que nos estamos encontrando, por lo que debió realizarse un ajuste en función del monto. Los 
señores Diputados saben que el monto es asimilable al de la pensión a la vejez, por lo que hubo que hacer un 
ajuste tomando en cuenta el correctivo que tuvo ese monto en enero de este año. 


En cuanto al Trabajo Protegido, hubo un fortalecimiento en algunos rubros para este año, vinculado con la 
capacitación de las personas que se encuentran en este programa. 


Como podrán apreciar los señores Diputados, al final del artículo 355 aparecen los rubros destinados a la 
Unidad de seguimiento de programas del Plan de Equidad. 


La existencia de esta Unidad no es fruto de una opinión del Ministerio de Desarrollo Social, sino del trabajo 
en conjunto que realizó la Subcomisión del Consejo Nacional Coordinador de Políticas Sociales. En esta 
Subcomisión participaron representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Banco de 
Previsión Social, del Ministerio de Desarrollo Social, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Los señores Diputados saben que la ley que consagró el nuevo régimen de Asignaciones Familiares 
estableció la obligatoriedad de la asistencia por parte del Ministerio de Desarrollo Social al Banco de 
Previsión Social en el seguimiento y verificación vinculado con las personas que acceden a este nuevo 
sistema. Dado que esto requería de un trabajo de campo muy importante y extenso en el conjunto del país, en 
el debate que mantuvimos en esta Subcomisión del Consejo Nacional Coordinador de Políticas Sociales se 
entendió que no tenía sentido que fuera solo para el seguimiento de este programa, sino que debía ampliarse 
al seguimiento de otros programas, de modo que las visitas a los hogares y la elaboración de datos sirvieran a 
las diferentes Direcciones del Ministerio o a otros organismos que los requirieran para la formulación de 
políticas. Siempre el trabajo en el territorio aporta una cercanía esto ha sido una experiencia que hemos 
tenido con el Plan de Emergencia que lleva a analizar realmente cómo uno es capaz de dar respuesta a los 
problemas concretos, más allá de los diseños y de los grandes lineamientos de políticas. 


SEÑOR MACHADO. Si no entendí mal, la señora Ministra Interina nos ha dicho que hay una 
propuesta de modificación para el artículo 354. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Así es. 


SEÑOR MACHADO.- Con respecto al artículo 355, nos preguntamos sobre los alcances de la Unidad 
de seguimiento de programas del Plan de Equidad, pues se le presupuesta mucho dinero en 
comparación con otras Unidades que también están dentro de la Red de Protección Social del Plan de 
Equidad. 


Tal como está redactado, nos imaginábamos que esta Unidad de seguimiento, básicamente, serviría para la 
generación de indicadores que son válidos técnicamente y para hacer un seguimiento de todos los alcances de 
los programas que se van desarrollando. 


Por lo tanto, no entendemos el volumen de lo que se invierte en esto. La señora Ministra Interina nos ha 
planteado los objetivos, pero nosotros sentimos, "prima facie" que hay reiteración de gastos en rubros y un 
aumento de la burocracia. Quisiéramos una explicación al respecto porque nos parece que es la misma gente 
la que está trabajando en el campo y la que cumple funciones en el Ministerio de Desarrollo Social. Reitero 
que quisiéramos una explicación sobre la generación de estas unidades paralelas a efectos de aclarar el 
panorama y poder entender lo abultado de esta inversión. 


SEÑOR MUJICA.- Tal vez pueda ayudar si aclaramos los términos utilizado en el artículo 354, y 
establecemos: "[...] realización del trabajo de campo necesario para la implementación de programas 
sociales [...]'. Entiendo que con esto se aclara el contenido de la propuesta. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quizás por eso traté de explicitar; 
aún más, voy a decir de cuánta gente se trata, porque nada más alejado del trabajo burocrático que la 
labor que desarrollan estas ochenta personas, de lunes a domingo, en todo el territorio. 


Por eso señalaba cuál fue el origen del seguimiento de esta Unidad, que lo que hace es visitar hogares de 
personas que hoy están percibiendo la asignación familiar o la asistencia a la vejez. Además, se incorporó el 
Programa Nacional de Discapacidad al Ministerio de Desarrollo Social, y para elaborar políticas más 
concretas, y no las grandes líneas generales, primero que nada hay que llegar a los cientos de discapacitados 
que hay en todo el país que hoy no perciben ningún tipo de apoyo. Por ejemplo, cuando realizamos el Plan de 
Emergencia encontramos hogares en los que había cinco niños discapacitados y el problema tenía que ver 
con lazos de consanguinidad. Entonces, para diseñar las políticas para los problemas concretos en las 
pequeñas localidades, y no solamente en las capitales departamentales, porque es allí donde encontramos 
estas situaciones, es necesario llegar a cada una de las personas con la tarea de campo. 


Insisto en que cuando comenzamos a trabajar este tema en la Subcomisión se entendía que había una tarea 
inspectiva a desarrollar que no llevaría a cabo el Banco de Previsión Social, ya que el nuevo régimen de 
asignaciones familiares estableció que la hiciera el Ministerio de Desarrollo Social. Nosotros entendemos que 
si vamos al territorio como ocurrió en San José y Canelones, donde estuvimos trabajando todo el fin de 
semana, no debemos concurrir con un solo tema de trabajo sino con la totalidad, a fin de tener elementos que 
después sirvan como material para ser procesado a los efectos de ese diseño de políticas sociales. Además, 
también pueden servir en otros casos. Por ejemplo, de acuerdo con el nuevo régimen de asignaciones 
familiares la persona realiza una declaración jurada en el BPS, que lleva, aproximadamente, cuarenta y cinco 
minutos. En este momento, el Banco de Previsión Social ya nos hizo llegar datos de los primeros cuatro mil 
hogares de todo el país en los cuales realizaremos la inspección, a fin de confirmar si las declaraciones 
realizadas se ajustan a la realidad o ha habido falseamiento. Las personas que realizan el trabajo de campo 
salen con cuatro mil formularios a visitar esos hogares, pero no saben lo que las personas declararon 
previamente. Entonces, llenan nuevamente el formulario en el hogar, vuelven al Ministerio de Desarrollo 
Social y esta información es digitada. Esto es muy importante porque, por primera vez en la historia, desde 
un organismo se digita hacia otro. Nosotros entramos en la base del Banco de Previsión Social y digitamos el 
nuevo formulario, al que se le aplicará nuevamente el coeficiente establecido, luego de lo cual se ratificará o 
rectificará la pertinencia del nuevo régimen de asignaciones familiares a ese hogar. 


Podría seguir hablando de las dimensiones que tiene la tarea. Esta es desarrollada por ochenta personas, a 
partir de dos convenios que realizamos: uno con la Profundación de la Universidad de la República y otro 
con la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay. 


Por otro lado, este equipo de trabajo de campo es de todo el Ministerio. No duplicamos. Por lo tanto, servirá 
para las tareas que plantee la Dirección de Evaluación y Monitoreo del Ministerio, porque desde los inicios 
evaluamos y monitoreamos el conjunto de los Programas. Esto implica la evaluación, el monitoreo y las 
visitas, mediante muestras aleatorias, etcétera, de los impactos, entre otros los cualitativos, de las políticas 
que se están llevando adelante en los hogares. 


SEÑOR MACHADO.-- La señora Ministra interina acaba de decir que tienen equipos para evaluar los 
impactos de las políticas. Entonces, no entiendo el objetivo de la creación de esta Unidad de 
Seguimiento. 


Quiero entender bien las cosas, porque este es un tema trascendente para el país. Lo que deseamos es que se 
salga de la situación de marginación y pobreza en que amplios sectores de la población viven. Realmente, 
vemos con muy buenos ojos el direccionamiento de recursos hacia este Ministerio, pero esto no nos queda 
nada claro, y no hablo de burocracia, sino de superposición o duplicación de tareas. Esto es inédito. Debe ser 
el único caso en el país en que las declaraciones juradas se chequean una a una y no se hace un muestreo. 
Realmente, me sorprende. Esta es una información muy importante, ya que se trata de un trabajo que no 
imaginaba que hiciera el Ministerio. Debe ser el único caso en que se chequea de esa manera una 
información que los ciudadanos acercan al Estado en forma de declaración jurada. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero señalar que no existe 
superposición. La Dirección de Evaluación y Monitoreo no tiene un equipo de campo propio. Por eso 
precisé que este equipo está conformado por ochenta personas, más el equipo de digitación de los datos 
y las cinco personas que los procesan. Este equipo sirve para las diferentes áreas del Ministerio. 
Obviamente, está a disposición de la Dirección de Evaluación y Monitoreo, que es la que hace el 
análisis fino de los elementos que se recaban en campo. 


Además, no solamente va a cumplir tareas para la Dirección de Evaluación y Monitoreo, sino también para 
otras Direcciones del Ministerio. Por eso mencioné el Programa Nacional de Discapacidad, que requiere 
visitar a las personas en el territorio. Nosotros manejamos cifras estadísticas hay un 9% de personas con 
discapacidad en el país y el 85% de ellas son pobres, pero el Plan de Emergencia nos demostró que en la 
definición de políticas siempre es más rico el uno a uno que manejarse solamente con estadísticas. Nosotros 
nos manejábamos con un porcentaje del 2% de analfabetismo, cifra de la cual estábamos orgullosos. Pero 
cuando llegamos a los hogares en condiciones de extrema pobreza, nos encontramos con que tenían nombre y 
apellido, y a esas personas las fuimos a buscar para alfabetizarse. Efectivamente, es un trabajo inédito. El 
hecho de que en este país quedaran diecinueve escuelas nocturnas porque no había quien concurriera y que 


hoy tengamos que abrir cincuenta y dos nuevos cursos de educación de adultos, fruto de que sabemos quiénes 
son y los vamos a buscar para que concurran a alfabetizarse; encontrar que había cuatro mil analfabetos 
totales y treinta y siete mil analfabetos funcionales, solo entre mayores de diecinueve años el analfabetismo 
se comienza a medir a partir de los quince, fue para nosotros un elemento fundamental. Insisto en que 
sabemos porque solo han pasado tres mil personas por estos cursos quiénes son y dónde viven. Un trabajador 
social los visita para invitarlos, para convencerlos de asistir a los cursos, porque muchas veces la gente siente 
vergúenza. En muchos casos, una persona de sesenta y cinco años, cuando alguien le propone que concurra al 
curso de alfabetización, lo primero que pregunta es cómo sabemos que lo necesita y nosotros le respondemos 
que cuando hicimos el relevamiento declaró que era analfabeto. 


Con respecto al tema de la discapacidad aspiramos a hacer lo mismo. Nosotros sabemos que en la base de 
datos del Plan de Emergencia figuran cientos de personas que declararon discapacidad, no percibir pensión 
por ello, nunca haber tenido un estímulo educativo y nunca haber concurrido a una institución educativa. Por 
lo tanto, generar las condiciones en los diferentes departamentos para que esas personas puedan hacerlo de 
acuerdo con las discapacidades concretas que tienen, para nosotros es un elemento fundamental. 


Entonces, un grupo de ochenta personas, con veinte digitadores y cinco técnicos, no es excesivo. Este rubro 
que está destinado incluye costos que tienen estas personas como, por ejemplo, trasladarse a los 
departamentos donde se quedan algunos días, se alojan, comen y se dedican a la tarea específica. 


Por último, en cuanto a lo que se planteó acerca de las asignaciones familiares, cuando las personas hacen 
una declaración jurada se les dice que habrá una inspección, según las dos leyes que se votaron en 1999 y en 
2004. Esta última fue la que generó la asignación familiar para mujeres jefas de hogar y para hogares de 
menores recursos. En realidad, esa inspección nunca se realizó. Por lo tanto, el hecho de que la ley haya 
establecido la obligatoriedad de las visitas y de que a la persona que se inscribe, solicitando el nuevo 
régimen, se le aclare que está haciendo una declaración jurada pero que igual es posible que reciba una visita, 
efectivamente está vinculado con una voluntad que va más allá de ser inspectiva. Es también no tengo 
intención de entrar en este tema, pero lo hemos conversado ocuparse de los casos de personas que tienen, por 
ejemplo, cuatro niños y cobran la asignación familiar solo por los dos menores, ya que los dos adolescentes 
no concurren a la educación media. Es decir, el trabajador social concurre al hogar y lleva adelante la tarea de 
incorporarlos a la enseñanza media. 


Podría seguir enumerando otros aspectos que apretadamente sintetizamos en las competencias de esta unidad 
de seguimiento a la que aspiramos modificar el nombre, porque confundía. Por este motivo trajimos la 
propuesta y quisimos precisar las competencias de la Unidad. 


Ratifico lo que recién señaló el legislador como inédito. Recientemente fuimos invitados a Argentina por el 
Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas de Buenos Aires. Una de las tareas que más 
impactaban en esas comparaciones que se realizan a nivel del MERCOSUR es precisamente la tarea uno a 
uno que se desarrolló en el Plan de Emergencia. Esta tarea permite verificar si hay modificaciones o no, si 
existen impactos cualitativos y, además, que sea algo dinámico, no una fotografía de alguien que una vez hizo 
una declaración. Los propios integrantes del Gobierno argentino, comparando con el Plan Jefas y Jefes, 
señalaron dos elementos. El primero es el hecho de que en nuestro país se utilizaba un indicador objetivo, en 
el momento en que se hizo el ingreso al Plan de Emergencia. Reitero: hoy se incorporan al nuevo régimen de 
asignaciones familiares a partir de un elemento objetivo. En segundo lugar, se planteó que esto fue posible 
por la actualización de los datos a partir del despliegue en el territorio, haciendo visitas a los hogares e 
intervenciones que permitían analizar más integralmente el conjunto de sus necesidades. Fue para eso que 
nos invitaron expresamente del mencionado Instituto. 


SEÑOR GANDINI.- Voy a formular una pregunta estrictamente desde el punto de vista presupuestal. 


En el artículo 355 se propone un incremento de rubros. Es decir, estamos subiendo lo que ya percibe el 
Ministerio para esta red de protección social del Plan de Equidad. Estamos adjudicando casi US$ 600.000, un 
poco más de once mil quinientos sesenta y cinco para el año 2008 y casi un millón de dólares para el año 
2009. ¿Esto cubre lo que ya paga el Ministerio o está destinado a nuevos contratos? Se dijo que la tarea se 
está haciendo a través de otra Unidad. Si ahora se va a crear una Unidad especializada, aparentemente esos 
once millones están destinados a recursos humanos, es decir, a pagar retribuciones personales. Quisiera saber 
si se trata de gente que ya está trabajando o si es nuevo personal. Si son nuevos empleados, ¿se los contrata 


en el régimen de contrato de función pública? ¿Estas cifras son para retribuir convenios? Concretamente, 
¿qué contenido tiene este incremento de rubro que estamos considerando en el artículo 355, en particular en 
el inciso referido a esta unidad de seguimiento? 


SEÑOR MUJICA.- Solicité que se aclarara el significado de la expresión "realización del trabajo de 
campo necesario para la implementación", y ha quedado suficientemente claro que pensamos en una 
unidad de trabajo de campo que, según lo que entendí, está compuesta por entre cien y ciento cinco 
personas de nivel terciario. De acuerdo con las cifras que estoy manejando, el salario mensual sería en 
promedio de $ 11.000 o $ 12.000. En lo que a mí respecta, el gasto queda claramente justificado. Por 
supuesto, la señora Ministra interina puede explicar todo lo que se requiera. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- En primer lugar, quiero que quede 
bien claro que esto no significa incorporación de personal al Ministerio de Desarrollo Social. 


En segundo término, el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social tuvo un equipo de campo similar 
que salía de los rubros del Plan de Emergencia, y se llamaba Fase Cero. Se trata de profesionales y 
estudiantes avanzados, del último año de la carrera, que durante tres años recorrieron el país. 


Los convenios que realizamos con la Universidad de la República tienen un tiempo límite. La tarea de campo 
no es una actividad en la que los profesionales así lo hemos conversado muy abiertamente con ellos piensen 
desempeñarse el resto de sus vidas, ya que implica trabajar viernes, sábados y domingos. Por lo tanto, somos 
absolutamente conscientes de que se trata de tareas que se realizan a término y de que cuando culminó el 
Plan de Emergencia, también terminó su Fase Cero. Esto quiere decir que los convenios expiraron. |18:17:14] 
Teníamos un convenio con la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay con la que ya habíamos firmado 
uno por un año y medio y otro con la Pro Fundación de la Universidad de la República. Hicimos un nuevo 
llamado y nuevos convenios. El convenio con la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay y el 
convenio con la Pro Fundación de la Universidad de la República son por un año, renovables por un año más. 
O sea que no hay incorporación de nuevos funcionarios, contrato de función pública ni nada por el estilo. 


Muchas de las personas que se presentaron al llamado ya habían participado. Algunos habían trabajado 
durante un año en 2005 o en 2006 y otros son jóvenes estudiantes o recién egresados. Como ustedes saben, el 
mecanismo con la Pro Fundación nos permite tomar como becarios a jóvenes que cursen el último año de la 
carrera o tengan un año de egresados. Estas personas ya están realizando esta tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el análisis del artículo 356 en adelante. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Me parece que hay algunos 
artículos en los que no vale la pena entrar en detalle. 


El artículo 358 que mencioné recién ajusta lo que fue votado en la Rendición de Cuentas anterior, en virtud 
de la cual el Programa Nacional de Discapacidad pasó al Ministerio de Desarrollo Social, pero no se creó el 
cargo de Director Nacional de ese Programa. Por lo tanto, tratamos de resolver esta incoherencia 
estableciendo que el Director del Programa siguiera siendo pagado por el Ministerio de Salud Pública aunque 
coordinara con nosotros las diferentes actividades. De este modo culmina el proceso de pasaje del Programa 
Nacional de Discapacidad al Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Entonces, se va a regularizar una situación de hecho. ¿Nunca se 
pensó en llamar a concurso para llenar este cargo? 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- En primer lugar, estamos creando 
un cargo de particular confianza. Eso es lo que queda claro con lo que aquí se expresa: "con carácter 
de particular confianza". 


En segundo término, no estamos regularizando una situación creada. Desde 2005, el Director opera en el 
Ministerio de Salud Pública. Es quien preside la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y dirige el 
Programa Nacional de Discapacidad en la órbita de ese Ministerio. El año pasado hubo algunos pasajes de 


entidades y competencias al Ministerio de Desarrollo Social, como por ejemplo el caso del Instituto Cachón. 
Sin embargo, no se generó el cargo de Director para este Programa Nacional. Inclusive, en el Parlamento se 
presentó una propuesta pero fue modificada. Entonces, acordamos con el Ministerio de Salud Pública tomar 
esto como un período de transición. De hecho, esta transición se ha venido produciendo desde 2005 a través 
del trabajo del Director de ese Programa con el Director de Políticas Sociales, que son quienes analizan las 
situaciones, se reúnen con los Directores de los diferentes institutos y trabajan en el diseño de las políticas, 
porque oficialmente el Programa Nacional de Discapacidad está en el ámbito del Ministerio de Desarrollo 
Social. 


Quiere decir que no había que regularizar una situación irregular desde el punto de vista de quién estaba al 
frente del Programa, sino que lo que había que regularizar era que se trataba de un cargo de particular 
confianza. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera volver a los artículos 356 y_357 para tratar de entenderlos, porque a 
primera vista me parece que están vinculados. 


El artículo 356 establece la ampliación del régimen de pase en comisión excepcional que si no recuerdo mal 
se votó en la ley que dio origen al Ministerio de Desarrollo Social, y tiene validez por un par de meses. Lo 
digo porque regirá hasta el 28 de febrero de 2009, y esta ley entrará en vigencia el 1? de enero de 2009. 


El artículo 357 da a los funcionarios que estuvieran en comisión al 31 de diciembre de 2007 la opción de ser 
incorporados al Ministerio. Se supone que quienes no tomen esta opción, después del 28 de febrero de 2009 
volverán a sus organismos de origen, porque la prórroga rige hasta ese momento, y el resto del Ministerio se 
ordenará en base a la reestructura y las modificaciones que se solicita en los artículos siguientes. Quiero que 
me confirmen si esto es así. 


En segundo término, haré dos pequeñas precisiones. En el artículo 357 no se prevé un plazo para el ejercicio 
de esa opción, aunque esto habitualmente se incorpora. En general, se establece un período de sesenta días a 
partir de la vigencia de la ley para que opten por determinado régimen, pero insisto en que en este caso no se 
prevé ninguno y se deja abierta esa posibilidad. Por otra parte quizás no es necesario porque es un Ministerio 
que está armando su estructura, tampoco se establece que esto se tiene que hacer sin perjudicar derechos 
adquiridos, porque el hecho de que alguien que esté en comisión sea redistribuido al organismo en el que está 
trabajando puede generar una situación complicada en la estructura administrativa si no existiera el cargo que 
le corresponde. Pregunto si estas cosas están previstas y si la interpretación que acabo de hacer es correcta. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL .- Si el señor Presidente lo permite, la 
Directora General de Secretaría, señora Selva Brasselli, explicitará en detalle las preguntas que acaba 
de realizar el señor Diputado. 


SEÑORA BRASSELLI.- Como se dice aquí, este Ministerio es muy particular. En lo que estrictamente 
puede llamarse funcionarios, no llegamos a los cien, porque lo son solo aquellos que vinieron del INJU, 
del INAMU y unos diez provenientes del Ministerio de Deporte y Juventud y del Ministerio de 
Educación y Cultura. Como es sabido, estábamos en una situación de "aestructura", dado que no 
existía estructura entre estos funcionarios. Ahora estamos empezando a armarla a partir de la 
incorporación de cargos pagos por caché y de situaciones que se regularizaron por las paritarias. 


Los funcionarios que están en comisión se encuentran allí desde el principio del MIDES. Es gente que 
voluntariamente vino al Ministerio y que se encuentra en una situación muy particular porque nuestra Cartera 
quedó fuera de toda posibilidad de que esa gente fuera redistribuida. No podía ser redistribuida porque no 
teníamos estructura; en tanto no teníamos estructura, no era dable la redistribución. 


En el artículo 50 de la última Rendición de Cuentas se establecía que se acababa la posibilidad de ser 
redistribuido y se daba un plazo. No entramos en ese plazo porque nuestra estructura recién estuvo 
conformada a fines de octubre. Quiere decir que el MIDES corrió de atrás. Estos funcionarios en ningún 
momento pudieron hacer la opción. En realidad, la opción sí está hecha, de entrecasa, porque ellos han 
afirmado su voluntad de desempeñarse en él y la conocemos, pero lo que estamos tratando de hacer con esta 


norma es equiparar la posibilidad que los funcionarios de todos los demás Ministerios tuvieron y los del 
nuestro no, la de ser redistribuidos, en este caso al MIDES. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con los artículos 359 y 360. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Al inicio de mi intervención dije que 
nosotros estamos concentrados desde el año pasado en lograr la institucionalización del Ministerio. Es 
decir, aspiramos a que cuando nos retiremos, quede un Ministerio funcionando. Ustedes recordarán 
quizás algunos no lo sepan que cuando la creación de nuestro Ministerio nosotros pensamos 
inicialmente que nos iba a resultar sencilla la estructura porque había un Inciso, el del Ministerio de 
Deporte y Juventud que dejaba de existir; al crearse el Ministerio de Desarrollo Social nosotros 
pensamos que íbamos a poder aprovechar su estructura. Fue allí cuando nos enteramos de que en 
realidad el Ministerio de Deporte y Juventud nunca había tenido una estructura aprobada; por lo 
tanto, ni siquiera existía el cargo de Director General de Secretaría. 


Al comienzo de mi intervención señalaba que hicimos un proyecto de estructura en diciembre de 2005. 
Sabemos que esto no es sencillo. También debemos decir que ese mismo año, este Parlamento por 
unanimidad votó como excepción para nuestro Ministerio la cantidad de pases en comisión que 
necesitábamos para funcionar como tal en tanto su estructura era aprobada. 


Nosotros hemos venido trabajando. De hecho, estamos realizando hasta un programa de fortalecimiento de 
nuestra institucionalidad a través de diferentes mecanismos la implementación del expediente electrónico, el 
ir precisando las competencias, más acabada y finamente, de cada una de las áreas pensando que cuando nos 
vayamos tiene que quedar un esqueleto con un poco de carne y no un Ministerio que funcione pura y 
exclusivamente mediante pases en comisión y convenios con diferentes instituciones para poder desarrollar 
tareas que son de carácter permanente. 


Por lo tanto, como decía recién la Directora General de Secretaría, hay muchos profesionales que están 
trabajando desde el inicio en el Ministerio momento en el que diferentes organismos aprobaron el pase en 
comisión para apoyar la creación del Ministerio de Desarrollo Social y que luego de este tiempo de 
experiencia han solicitado permanecer en él. 


Con respecto al artículo 359, hay una propuesta alternativa a sugerencia de la Oficina Nacional de Servicio 
Civil. ¿Qué pasa? Puede ser redundante la propuesta que hacemos acá y ustedes después podrán modificarla, 
pero queremos que quede bien claro y transparente qué estamos haciendo. En el artículo 359 tal como está, 
dice: "Autorízanse en el Inciso 15 'Ministerio de Desarrollo Social", Programa 001, 'Administración General", 
Unidad Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría', previo informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, de la Contaduría General de la Nación y siempre que no impliquen costo presupuestal, las creaciones y 
supresiones de cargos presupuestados y funciones contratadas que se detallan a continuación: [...]". Luego 
figura un listado. Esto quiere decir que como la estructura se aprobó el 28 de octubre del año pasado, cuando 
comenzamos a analizar las necesidades que teníamos vimos que había una serie de cargos que no habían sido 
llenados, que nosotros consideramos como vacantes, y que a su vez necesitábamos personal en otras áreas; 
por lo tanto, sin modificar el costo presupuestal se hizo una redistribución aprovechando esas vacantes. ¿Cuál 
es el tema? Que al no ser llenadas esas vacantes en determinado plazo cosa que no podíamos hacer; esa es la 
contradicción la Oficina Nacional de Servicio Civil nos plantea que por ley debe afirmarse que las vacantes 
son vacantes. Entonces, proponemos establecer lo siguiente: "Declárase por vía interpretativa del Art. 12 
Inciso 3% de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, que en el Ministerio de Desarrollo Social son 
vacantes generadas aquellas surgidas de la estructura de puestos de trabajo aprobada por el Poder Ejecutivo 
que nunca fueron provistas u ocupadas.- Consecuentemente, se autoriza en dicho Inciso, Programa 001 
'Administración General", Unidad Ejecutora 001, [...], previo informe". Luego figura lo que está planteado. 
Este artículo surge a propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil para que efectivamente podamos 
realizar lo que tenemos planteado. 


Como dijimos inicialmente, vamos a dejar esta propuesta a consideración del Parlamento. La Oficina nos 
sugería que esta era la solución para usufructuar de algo que no pudimos en función de lo que ya explicó la 
Directora General de Secretaría. 


SEÑOR GANDINI.- Más allá de este cambio de redacción para superar un impedimento formal de la 
actual legislación, lo que se hace aquí es un verdadero cambio de la reestructura. No se nos está 
solicitando que al no haberse llenado las vacantes, queden para ser llenadas más adelante y esa sea la 
excepción. Se nos está pidiendo que se supriman cargos que acabamos de aprobar a solicitud del 
Ministerio, que se nos dijo que eran necesarios hace unos meses atrás, a cambio de otros. Es decir que 
se suprimen setenta y tres cargos y se crean algo más de cien, en principio según dice aquí el propio 
artículo, sin costo presupuestal. Es decir que el costo de los cargos que se suprimen es equivalente al 
costo de los cargos que se crean. Pero, independientemente del costo, se suprimen cargos de la 
estructura que habíamos aprobado y se crean otros. Quiero saber si esa interpretación es correcta, 
porque si no, puede suponerse que lo que se está haciendo es pidiendo una prórroga para llenar las 
vacantes y me parece que es algo más que eso. 


SEÑORA BRASSELLI.- El caso es un poco más complejo. En 2005 hicimos una estructura y luego la 
experiencia mostró, como siempre pasa nunca nadie hace lo óptimo de entrada, menos cuando se trata 
de un Ministerio nuevo, sin experiencia, que algunas cosas no eran tal como las pensábamos. Además, 
hubo un cambio de ley. En 2005 podía haber ingresos a cargos presupuestados y de cualquier grado, 
cosa que luego la ley impidió. Después aparece la ley que establece que todo ingreso tiene que hacerse 
por el grado más bajo del escalafón y en un cargo contratado. Quiere decir que esas vacantes no tenían 
sentido; no se podían llenar. Sin embargo, por el artículo 12 de la ley por eso nosotros hablamos de la 
interpretación del artículo 12 se faculta al jerarca del Inciso a transformar aquellas vacantes 
presupuestadas que tenga en su estructura en vacantes contratadas del grado más bajo del escalafón 
para permitir ingresos. ¿Dónde estuvo la dificultad o cierta interferencia en la comunicación con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil? Esta Oficina define como vacante al cargo que vacó y entiende que 
solamente puede vacar por renuncia o fallecimiento del anterior ocupante. Por lo tanto, no entiende 
que sean vacantes aquellas que el artículo 12 facultaba al jerarca del Inciso a transformar para poder 
hacer el ingreso de personal. 


En principio habíamos utilizado ese sistema. Es más: en enero de este año enviamos a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil esta misma propuesta que estamos planteando y hace poco nos contestó que su interpretación 
de lo que es una vacante invalida la nuestra. Son interpretaciones acerca de lo que quiso decir el legislador 
cuando redactó el artículo 12, es decir, si el legislador quiso decir que vacantes son solamente aquellas que 
habían vacado por renuncia o fallecimiento, o si se refería a las generadas por estructura. Por eso la Oficina 
Nacional del Servicio Civil entendió que a la hora de considerarse la Rendición de Cuentas sería oportuno 
que los propios legisladores se autointerpretaran. De eso se trata. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego nos van a hacer llegar los aditivos que acaban de leer. 
Corresponde considerar el artículo 360. 


SEÑORA BRASSELLI.- El artículo 360 queda igual, con el solo agregado de que la vigencia sea con la 
promulgación de la ley. Esto también lo proponemos en el artículo 359, porque yo digo que estamos en 
un sándwich. A fines de 2007 se aprueba la estructura y a partir de febrero de 2009 no puede haber 
ingresos. Quiere decir que tenemos que resolver la institucionalización del Ministerio acotados entre 
esas dos fechas: entre el momento en que se aprueba la estructura y el momento en que ya no puede 
ingresar nadie. En el medio tenemos que hacer todos los trámites pertinentes a cualquier ingreso a 
través de la Oficina Nacional de Servicio Civil, la Contaduría General de la Nación, etcétera. Quiere 
decir que para nosotros es vital que la vigencia de estos artículos sea con la promulgación de la ley. 


Las únicas variantes que tiene el artículo 360 con respecto al texto que manejaban los señores Diputados son 
unas sugerencias que nos plantea la Oficina Nacional del Servicio Civil, que tienen que ver con series. Por 
ejemplo, teníamos una serie que era abogado-escribano, y la Oficina Nacional del Servicio Civil nos pide que 
seamos precisos y no tengamos una serie ambigua, es decir, que explicitemos si se trata de abogado o 
escribano. Lo mismo sucede con la serie contador-economista. Nos sugiere que no diga contador o 
economista sino que expresamente se establezca una u otra profesión. Son precisiones de esa índole, de tipo 
de serie. Esto sí corresponde a reestructura. 


Hasta el presente tenemos más de setecientas personas trabajando que son necesarias para el desarrollo de 
todas las tareas, y estamos proponiendo la inclusión de algo más de cien personas, lo que es realmente 
paupérrimo. Es cierto que consideramos que hay gente que necesariamente tiene que trabajar uno o dos años, 
y no más, por el tipo de tarea que desempeña. No es posible pensar que haya gente que trabaje de noche, con 
la gente que duerme en la calle, durante veinte o treinta años. Hay una cantidad de tareas que, por su dureza, 
por la angustia que generan, lo dolorosas que son, tienen que ser rotativas, y deben hacerse vía convenios, por 
becarios o pasantes; tienen que ser móviles. 


Planteamos, sujetas a reestructura, funciones clave personalmente hablo de las banderitas; lo demás puede 
rotarse. Por ejemplo, nadie piensa que alguien pueda trabajar indefinidamente en un refugio, pero alguien 
tiene que dar permanencia a la política de refugios y alguien tiene que dar permanencia a la política de las 
casas asistidas. Entonces, estamos concursando para el cargo de una "nurse" por cifras absolutamente 
mínimas para que haya permanencia de política en las casas asistidas. Ese es el criterio. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Además de lo que acaba de plantear 
la Directora, solicitamos la incorporación de tres artículos más, dado que ninguno implica dinero y ya 
hemos hecho las consultas previas 


En cuanto a uno de ellos, ya nos han escuchado expedirnos varias veces en el correr de la tarde de hoy. 
Establece: "Incorpórase al numeral 31 del Art. 33 del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración 
Financiera (TOCAFE) el siguiente literal: 'La contratación de bienes o servicios por parte del Inciso 15, 
Ministerio de Desarrollo Social, cualquiera sea su modalidad, con sindicatos de trabajadores, asociaciones de 
profesionales, fundaciones vinculadas a la UDELAR, a partir de la fecha de promulgación de la presente 
ley", 

Yo he señalado en reiteradas oportunidades que nosotros hacemos el convenio con la Asociación de 
Asistentes Sociales del Uruguay y, obviamente aquí está nuestro contador auditor del Tribunal de Cuentas 
recibo la observación de por qué hago el contrato directamente con la Asociación de Asistentes Sociales del 
Uruguay. En realidad. es la única agremiación de asistentes sociales del Uruguay que funciona, más allá del 
gremio, más allá de que no tenga colegiatura. Por lo tanto, la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay 
hace el llamado, puntúa y nos provee la lista de prelación para nuestro convenio con la propia Asociación. 
Sin embargo, esto es observado porque se debería haber hecho un llamado a otras instituciones, aunque esta 
sea la única que existe. 


Lo mismo sucede con las diferentes Pro Fundaciones que tiene la Universidad de la República. Se hace un 
convenio con la Pro Fundación, esta hace su llamado, puntúa y nos entrega la lista de prelación. Sin embargo, 
se señala por qué se hizo el convenio con la Pro Fundación. Este es el motivo por el cual solicitábamos la 
incorporación de este artículo relativo a los convenios que desde 2005 a la fecha hemos hecho con el 
SUNCA, con FUCVAM y con múltiples instituciones, que sistemáticamente han merecido la observación, 
más allá de ser las únicas nucleantes en esos casos. 


SEÑOR GANDINI.- Se nos está solicitando agregar una excepción más al régimen que establece el 
TOCAF para la contratación o adquisición de bienes o servicios y se nos da como argumento la 
observación del Tribunal de Cuentas respecto a contrataciones que se hacen con instituciones que son 
las únicas en el ramo. Sin embargo, el propio TOCAF, en el numeral 3) de su artículo 33, relaciona las 
diferentes excepciones, y una de ellas es, precisamente, que sea la única o el único proveedor. Es decir 
que si este fuera el caso, no necesitaría ninguna excepción salvo la que ya está. Si hay un único 
proveedor no se debería llamar a licitación salvo que demostrar que es el único sea muy complejo. Yo 
temo que no debe ser el único proveedor. Entonces, nos negamos a seguir incorporando grietas al 
TOCAF, buscándole excepciones que eliminan el mecanismo que da garantías para las contrataciones 
del Estado. Cuando venga el Rector de la Universidad a lo mejor nos ponemos a conversar sobre las 
fundaciones de la propia Universidad, pero lo cierto es que este tipo de contrataciones dejan al margen 
de todo contralor a algunos organismos del Estado en los recursos públicos que aquí se aprueban. 


Nosotros no podemos acompañar la excepción que se nos está pidiendo, mucho menos cuando ya existe una 
previsión al respecto para aquellos proveedores que son únicos y en ese caso generan la excepción a la 
Administración. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Vamos a dejar el artículo a 
consideración de los señores Diputados y nos comprometemos a adjuntar las observaciones recibidas 
en estos casos para que consten como parte de la argumentación. Lo digo porque a mí me ha tocado 
discutir específicamente con respecto al tema de la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay con 
quien estaba antes llevando la tarea en nuestro Ministerio, manejando, entre otros argumentos, la falta 
de colegiatura que tenía la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay para considerar que era la 
única organización existente que nucleaba a todos los asistentes sociales del país. Quiere decir que en 
este caso no se trata solamente de algo que hemos conversado entre nosotros, sino que también me tocó 
discutir específicamente este tema cada vez que hemos hecho un convenio con la Asociación de 
Asistentes Sociales del Uruguay. 


Acercaremos la documentación porque quizás pueda servir para viabilizar y no tener algunas dificultades que 
hemos tenido la interpretación que los señores Diputados realicen del tema. 


SEÑOR GAMOU.- Solicito un intermedio de tres minutos a fin de que podamos contar con la 
fotocopia de los artículos a los que se está haciendo referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 18 y 32) 


| 
(Es la hora 18 y 40) 


Continúa la sesión. 


Estábamos hablando del aditivo N* 1 que refiere a la incorporación de un literal m) al artículo 595 del 
TOCAF. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Efectivamente; lo dejaremos para 
vuestro análisis. 


De todas maneras, con respecto a lo que recién se planteaba, quiero señalar lo siguiente. Hoy que tenemos 
convenio con cada una de las instituciones mencionadas, de ninguna manera podemos decir que no existe el 
contralor. Obviamente, el contralor existe a partir de las Rendiciones de Cuentas; no hay nada que lo 
excepcione de los mismos requisitos que se requieren para cualquier otro caso. La cuestión pasa por la 
observación de por qué se contrató con esa institución y no por el contralor de toda la tarea que se realiza. 


La siguiente incorporación es bastante sencilla y está vinculada con la existencia de la Unidad de 
Seguimiento de Programas. ¿Por qué? El segundo aditivo establece: "Transfórmase en el Inciso 15 Programa 
001 'Administración General', Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría' la denominación del 
cargo 


Q de la Dirección Nacional de Programas, la que pasará a denominarse Dirección Nacional de Evaluación y 
Monitoreo". En realidad, esta Dirección existe desde el año 2005 cuando se crea el Ministerio de Desarrollo 
Social se conforma esa Dirección, pero queda en la estructura con el nombre de Dirección Nacional de 
Programas. Por lo tanto, hay una confusión. Por eso la Oficina Nacional del Servicio Civil nos recuerda esto 
cuando analiza nuestra propuesta de creación de la Unidad de Seguimiento de Programas. Es así que 
sugerimos la modificación del nombre, para que no haya confusiones. 


Por último, se da el traslado del Fondo de Iniciativas Juveniles, creado por el artículo 382 de la Ley 
N? 16.736, al Inciso 15, Ministerio de Desarrollo Social. El Fondo sigue existiendo bajo la órbita del 
Ministerio de Educación y Cultura, más allá de que pertenece al INJU. 


Por nuestra parte es todo. 


SEÑOR MACHADO.- Pregunto si no se requieren mayorías especiales para reformar el TOCAF e 
introducirle modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me informan de Secretaría que se requieren cincuenta votos conformes; o 
sea, es suficiente con la mayoría absoluta. 


SEÑOR GANDINI.- Aunque terminamos la consideración de los artículos específicos al Ministerio de 
Desarrollo Social, quisiera hacer algunas preguntas previas a la comparecencia, en los próximos días, 
de los representantes del Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay. Al respecto, tenemos dos 
mensajes a considerar: el del INAU, que supuestamente vendrá a defender el organismo, y el que envía 
el Poder Ejecutivo, que no recoge buena parte de lo que ese Instituto propone. El mensaje del Poder 
Ejecutivo que firma, entre otras personas, la señora Ministra de Desarrollo Social, prevé solamente el 
artículo 371 con una partida de $ 129:300.000 para cuidado de menores de INAU, pero no recoge 
ninguna de las otras propuestas que tenemos a consideración en el articulado del organismo. Como 
esta es la oportunidad de saber en qué se diferencian las posiciones y por qué se ha entendido que no es 
pertinente respaldar la propuesta del organismo, queremos conocer una valoración general al respecto. 


SEÑOR GAMOU.- Habiendo solicitado la copia de los tres artículos, previo a que se responda al 
Diputado Gandini, y teniendo en cuenta la pregunta que hizo mi querido colega el Diputado Machado, 
quisiera dejar constancia de que el primer aditivo que se plantea no apunta a que aquellos convenios o 
contrataciones que se hagan con sindicatos de trabajadores, asociaciones de profesionales o 
fundaciones vinculadas a la UDELAR, queden fuera de un control. En realidad, lo que se está 
planteando es que el control pueda ejercerse "ex post" y no "ex ante". Esta misma discusión la dimos 
en la pasada Rendición de Cuentas. Cualquier contratación de este tipo va a estar sometida a pedidos 
de informes, rendición de cuentas e, inclusive, otro tipo de opciones parlamentarias como el llamado a 
Comisión, etcétera. 


Por lo tanto, quiero dejar en claro que el Ministerio de Desarrollo Social al plantear esto no nos está 
proponiendo nada que pretenda "bypassear" por llamarlo de alguna manera o eludir el control parlamentario, 
sino que está buscando agilizar su labor. Entonces, "prima facie" lo voy a discutir con mi bancada no tengo 
ningún tipo de problema con esto. 


Por otro lado, dada la pregunta que hizo mi estimado colega, el hecho de que se haga por mayoría de 
cincuenta, sesenta o sesenta y seis votos, no va a significar bajo ningún punto de vista que los señores 
parlamentarios no puedan cuestionar la aplicación de este artículo aditivo. 


Insisto: esta es la vieja discusión que tuvimos el año pasado entre los controles "ex ante" y "ex post", y espero 
que algún día nos pongamos todos de acuerdo, armemos una buena Comisión integrada por todos los partidos 
políticos, con seriedad. Creo que si asumimos el 15 de febrero, el 16 de febrero debería nombrarse una buena 
Comisión para analizar el TOCAF en forma seria, para no tener que ir haciéndole remiendos. Me parece que 
ya está un poquito veterano y deberíamos hacerle una buena reforma integral en la que creo que podríamos 
ponernos de acuerdo fácilmente, porque todo este tipo de problemas lo va a tener cualquier Administración, 
sea cual sea. 


SEÑOR BANGO.- Básicamente, la iniciativa del Poder Ejecutivo que suponía un aumento en esa 
cantidad de millones a la que aludía el señor Diputado- contempla el incremento que estaba previsto en 
el marco del Plan de Equidad de dos acciones básicas: por un lado, con la reestructuración y 
ampliación de la cobertura del Plan CAIF y, por otro lado, realizado un análisis de situación de los 
niños de calle y que el Estado uruguayo cuenta con cifras ajustadas acerca de la dimensión del 
problema, el INAU se está planteando atender al resto de los niños, niñas y adolescentes en situación de 
calle que hasta este momento no estaban siendo cubiertos. 


Con respecto al mensaje complementario que vendría del INAU, no estamos en condiciones de informar 
porque son algunos últimos ajustes según, sabemos que ha hecho la Gerencia Financiera, y todavía no hemos 
tenido oportunidad de compartirlos con ellos. Seguramente, en ocasión de la comparecencia del Directorio 
del INAU, su justificación ya estará en conocimiento de ustedes. Hasta el momento sí tenemos clara la 
solicitud que venía como iniciativa del Poder Ejecutivo y a pedido del INAU de un estudio más, para tener en 
cuenta algunas variables como la evolución del dólar y otras, se hizo un ejercicio que aún no nos ha sido 
transferido. Por lo tanto, nos deberán disculpar, pero no estamos en condiciones de abrir opinión sobre ese 
mensaje complementario del INAU porque aún no lo hemos chequeado. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero aclarar que nosotros tenemos la fundamentación; en el mensaje que nos 
envía el organismo figura cada uno de los artículos fundamentado. Se trata de nueve artículos, algunos 
de los cuales ni siquiera tienen costo económico, y el régimen constitucional prevé que el organismo 
envíe este mensaje al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de su vinculación. Por lo tanto, tiene que 
haber hecho pasar esto hace por lo menos un mes porque según nos muestra el cartelito que está 
ubicado en Sala nosotros hace quince días que le dimos ingreso aquí por este Ministerio. Entonces, no 
se nos puede decir que no se conoce. ¡Por supuesto que se conoce! Tanto se conoce que no estuvieron de 
acuerdo en apoyarlo. De lo contrario, la señora Ministra no estaría firmando un artículo solo que dice 
muchas cosas diferentes a las que expresa el organismo. Nosotros vamos a escuchar al organismo. La 
Constitución de la República establece que el Parlamento puede optar entre uno y otro; veremos dónde 
están las mayorías. Pero lo cierto es que el Poder Ejecutivo no respaldó el mensaje del organismo, 
como sucede con la ANEP, la Universidad de la República o el Tribunal de Cuentas. Este es un caso del 
mismo tipo, y estando aquí el Ministerio, políticamente responsable de este Instituto, le preguntamos 
por qué no respaldó los nueve artículos del INAU. De esta manera, podemos pedir argumentos al 
Instituto en cuanto a por qué continúa respaldando su mensaje. Si el Ministerio hubiera convencido al 
INAU de que tenía razón, este no hubiera mandado esos nueve artículos, como pasó en alguna 
Rendición de Cuentas anterior creo que en la pasada, en la que se pusieron de acuerdo y ambos 
organismos mandaron el mismo texto. Pero este no es el caso. 


Entonces, pregunto nuevamente a las autoridades políticas del Ministerio por qué no respaldan deben tener 
algún fundamento el articulado que envía el Instituto y que vamos a considerar en los próximos días. 


SEÑOR GAMOU.- Últimamente me ha tocado decir las cosas que no son políticamente correctas, pero 
creo que esta es una buena ocasión para expresarlas. 


En primer lugar, ¿qué sería bueno? ¿Que los organismos del artículo 220 en todos los Presupuestos o 
Rendiciones de Cuentas hicieran "mutis por el foro" y aceptaran lo que da el Ejecutivo, o que quienes están 
más cerca de la situación peleen más arduamente por el escenario donde trabajan? Vamos a entendernos: 
todos sabemos que los recursos son finitos. No es la primera vez que lo digo. ¡Ojalá pudiera tener un 
Presupuesto de US$ 20.000:000.000 que dejara conforme al INAU, a la Universidad de la República, a la 
ANEP, etcétera! |Es más: a mí no me gustaría que la ANEP, el INAU, la UDELAR o el Tribunal de Cuentas 
se ciñeran a lo que les manda el Poder Ejecutivo porque eso significaría entregarse o decir que estamos en el 
país de las maravillas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El señor Diputado Gamou está haciendo un planteo que no 
comprendo, porque las autoridades del INAU como las de cualquier otro organismo son todas 
designadas por el Poder Ejecutivo. No entendemos cómo no están en sintonía. ¿Cómo puede haber un 
organismo como el INAU o el CODICEN que envíe algo que luego no se comparte? Eso es lo que no 
entendemos. 


El señor Diputado dice que deja en libertad, pero ¿en libertad a gente que tiene que pensar igual? Creo que en 
esa parte se está yendo por las ramas. 


SEÑOR GAMOU.- En realidad, ahí está la gran diferencia. Cuando designamos a las autoridades de 
los organismos del artículo 220 no designamos a algún Diputado o Senador que no haya salido electo. 
Designamos agente del movimiento social, gente entendida en el tema que va a pelear a muerte por las 
necesidades de los organismos. Digo la verdad: ¡ojalá pudiéramos dar todo lo que pide el INAU, la 
UDELAR, la ANEP, etcétera! Pero eso necesita venia del Senado. No son funcionarios de confianza del 
Poder Ejecutivo; no son secretarios y meros "corre, ve y dile" de lo que opina el Consejo de Ministros, 
el señor Presidente o el señor Ministro de Economía y Finanzas. Se trata de gente que realmente quiere 
una mejora sustancial y es deber de ellos pelearla. 


A mí me preguntan por qué el Poder Ejecutivo no apoya el mensaje del INAU. Yo voy a formular la pregunta 
al revés. A mí me preocuparía que el INAU o la UDELAR no plantearan estas cosas porque, de lo contrario 
¿qué estaríamos diciendo? Que está todo fenomenal. Pero ¿qué pasa? El Poder Ejecutivo y el Consejo de 
Ministros tienen una visión global del tema; el deber del INAU es tener una visión más sectorial. Entonces, a 


mí no me puede extrañar que el INAU pida recursos y recursos para los gurises de este país. Lo que pasa es 
que el Gobierno debe tener una visión más global y más equilibrada. Que no me intenten poner o contraponer 
el INAU al Poder Ejecutivo o mañana la UDELAR al Poder Ejecutivo, porque son distintas funciones que 
cumplen en la realidad institucional de este país. 


SEÑOR YANES.- Me parece importante el planteo, pero creo que el Poder Ejecutivo, con el envío de 
su propuesta para el INAU, está dando la opinión de lo que piensa y de lo que puede otorgar. Como se 
decía recién, cuando vengan las autoridades del INAU fundamentarán su proyecto. 


Nos parece bien que el Ministerio dé su opinión a la Comisión sobre el mensaje que envió. Luego de leer la 
versión taquigráfica y las informaciones, sacaremos nuestras conclusiones. Pero pedir al Poder Ejecutivo 
desde mi punto de vista que explique por qué no envió algo, me parece un razonamiento complejo. 


SEÑOR GANDINLI.- Agradezco el esfuerzo que hacen mis colegas legisladores por contestarme, pero 
yo no les pregunté nada; creo que se están equivocando de roles, en especial el señor Diputado Gamou, 
quien dijo expresamente: "Si a mí me preguntan". Yo no le pregunto; yo pregunto al Poder Ejecutivo 
que es el que me tiene que contestar porque nos está visitando esto en el día de hoy. Le pregunto 
exactamente lo que dice la Constitución de la República. El INAU no integra la Administración 
Central. Si el Ministerio eleva el presupuesto y la OPP y el Ministerio de Economía y Finanzas dicen 
que no, se recorta y punto. Y ese es tema interno del Poder Ejecutivo. 


El INAU es un ente autónomo y tiene un mecanismo establecido por la Constitución que le permite enviar su 
presupuesto, y a nosotros nos permite elegir entre uno u otro. Yo solo quiero conocer el fundamento del 
Ministerio de por qué no elevó los artículos del INAUÚ. Si no hay plata, hay otras prioridades, o no está de 
acuerdo, que me lo diga. Si yo me pierdo esta oportunidad, no tengo otra. La Comisión sabe que esta es la 
ocasión para hablar con el Ministerio, porque si después viene el INAU y me da un argumento yo no tengo 
marcha atrás. 


Además, aquí en la Comisión el sindicato dijo que quiere que se apoye el presupuesto del INAU, se dieron 
razones y se explicaron algunas cosas. 


Por lo tanto, me gustaría saber por qué el Poder Ejecutivo no hace lugar a los artículos del INAU, algunos de 
los cuales como ya dije no tienen costo. Debe haber una razón filosófica, política, funcional o administrativa 
no económica, por supuesto para que no se apoyen artículos que no tienen costo. Si quieren, no me contestan, 
pero es pertinente que yo lo pregunte. Si yo no pregunto a este Ministerio, no sé a quién debo preguntarle, 
salvo que se me diga que son una subsecretaría del Ministerio de Economía y Finanzas. Entonces, cuando 
venga nuevamente el Ministerio de Economía y Finanzas le preguntaré por qué no dio plata a este organismo. 
Pero no lo son; el MIDES el Ministerio de referencia del INAUÚ. Y el INAU eleva al MIDES su presupuesto. 
En consecuencia, esta Cartera debe emitir su opinión y, en la lógica, tiene que pelar su presupuesto ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Yo espero una respuesta, nada más; creo que es mi derecho. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está absolutamente claro que hace trece o catorce minutos que se dio una 
respuesta. El hecho de que no se comparta o que no se atienda, es otra cosa. Pero ya hubo una 
respuesta de parte de la delegación del Ministerio de Desarrollo Social. Según mi opinión, el sociólogo 
Bango ya respondió. 


SEÑOR MINISTRA INTERINA DE DESARROLLO SOCIAL.- Me gustaría que constara en la 
versión taquigráfica, entre otras cosas, nuestra responsabilidad vinculada con el INAU; se trata de una 
responsabilidad de relacionamiento administrativo con el Poder Ejecutivo, a través de nuestro 
Ministerio. Esto no quiere decir que nosotros no trabajemos aunada e intensamente con las 
autoridades del INAU porque, entre otras cosas, desarrollamos actividades en común 
fundamentalmente a través del Programa Infancia, Adolescencia y Familia que dirige el sociólogo 
Bango. Por lo tanto, en el planteo no hay una contradicción fundamental. 


Más allá de que me reí ante la forma como el señor Diputado lo planteaba, esto no quiere decir que nosotros 
seamos una subsecretaría del Ministerio de Economía y Finanzas. Todo lo contrario, aquí mismo se dijo que 
muchos de los artículos que están propuestos no tienen costo. 


Quiero hacer un parangón con lo que hicimos el día de hoy. Hoy trajimos cuatro aditivos y algunas 
modificaciones. ¿Esto por qué es? ¿Porque el Poder Ejecutivo no estaba de acuerdo con lo que estábamos 
trayendo? No; todo lo contrario. Es más, nosotros tratamos de saber si había alguna dificultad con los 
artículos que íbamos a presentar, y como no fue así los trajimos el día de hoy. ¿Existe una contradicción 
interna en la Administración Central y por eso traemos estos aditivos? De ninguna manera; estos artículos 
tienen el total acuerdo de los demás y hemos conversado al respecto en diferentes instancias. Inclusive, 
algunos fueron aconsejados por la Oficina Nacional del Servicio Civil, luego de presentada la Rendición de 
Cuentas. 


Por lo tanto, creo que no debemos ver esto en blanco y negro sino como un proceso en el cual la presentación 
de la Rendición de Cuentas no culmina, porque de ser así esta no vendría al Parlamento. 


Es lo que quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra interina de Desarrollo Social 
y de su equipo. 


Vamos a tener en cuenta vuestras propuestas y, si es necesario, haremos las consultas correspondientes. 
Muchas gracias. 
Se levanta la reunión. 


(Es la hora 19 y 07) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


